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El impeachment en América Latina y el papel del Mercosur y Unasur en los casos de 

Paraguay (2012) y Brasil (2016) 

 

1. Resumen 

El giro a la izquierda que vivió América Latina durante la segunda década del siglo XXI 

trajo consigo un proceso cargado de desafíos institucionales, sociales y económicos que, por un 

lado, abrieron espacios para la reorganización del poder y la equidad de la sociedad civil, pero 

que, por otro lado, produjeron un fenómeno político que amenazó constantemente la estabilidad 

del sistema democrático a nivel regional. Los impeachment o juicios políticos, definidos como 

“el proceso por el cual se destituye un presidente cuando se ha constatado un crimen de 

responsabilidad” (Montaño, 2016), fueron característica de un gran número de gobiernos 

latinoamericanos que vieron interrumpidas sus administraciones. En este caso, para Suramérica 

hubo dos hechos importantes que afectaron el devenir de las presidencias; de una parte, se 

encontró el impeachment efectuado por el Congreso Paraguayo a Fernando Lugo durante el 

2012; y de otra parte, el realizado a Dilma Rousseff en Brasil en el año 2016. 

 

Varios factores se suman a lo anteriormente descrito, la interpretación de la legitimidad y 

la legalidad corrió por una línea muy delgada que en muchas ocasiones fue determinada por los 

intereses de cada uno de los actores involucrados en los casos de Lugo y Rousseff. Se creía que 

la legitimidad democrática se le adjudicaba a un presidente una vez fueran electos, pero la 

realidad ha sido discordante con esto, ya que sus desafíos fueron inmensos para poder 

mantenerse en el cargo y terminar su periodo. Es por ello que la vinculación e influencia del 

sistema presidencial tiene una problemática evidente, pero no está claro hasta que nivel. 

 

A partir de los acontecimientos ocurridos en Paraguay y Brasil, las organizaciones 

multilaterales que actúan en Suramérica, como lo son el Mercosur y la UNASUR, decidieron 

actuar institucionalmente y aplicar sus respectivas cartas democráticas con miras al 

mantenimiento de la democracia y la buena convivencia. Sin embargo, las sentencias efectuadas 

hacia cada uno de los países no fueron de manera imparcial, debido a que las sanciones para los 
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dos países no fue la misma, y sobre todo si se tiene en cuenta que el dilema base a nivel interno 

si lo era, un crimen de responsabilidad. Por ende, el resultado de la legitimidad y autoridad sobre 

sus países miembro quedó como un interrogante. El organismo que a priori funcionaba como 

elemento unificador, terminó siendo el principal mecanismo acreedor de división, por lo que hoy 

en día rectifica la crisis por la que está pasando.     

  

Palabras clave: América Latina, impeachment, Paraguay, Brasil, Dilma Rousseff, Fernanado 

Lugo, Mercosur, Unasur, crisis. 

 

2. Introducción 

La siguiente investigación está direccionada a los estudios de caso de Paraguay (2012) y 

Brasil (2016), durante las presidencias de Fernando Lugo y Dilma Rousseff respectivamente, que 

estuvieron envueltas en un fenómeno que ha caracterizado a América Latina en la última década, 

los impeachment, definido como “el proceso por el cual se destituye un presidente cuando se ha 

constatado un crimen de responsabilidad” (Montaño, 2016). Para el caso de Paraguay, estos 

crímenes estuvieron relacionados con la violación de derechos humanos, mientras que, en el caso 

brasilero, el tema fue fraude fiscal. Estas controversias hicieron que los principales organismos 

multilaterales de Suramérica como los son el Mercosur y la Unasur, entraran a tomar parte en 

cada uno de los conflictos; sin embargo, las deliberaciones en cada uno de los casos no fue de 

forma parcial; a Paraguay se le aplicó todo el estatuto de Ushuaia II concerniente al respeto por 

la democracia, diferente a Brasil, cuyas sanciones no fueron efectuadas, y en ese sentido, la 

interpretación de los estatutos fue ejecutada de forma imparcial, ya que el poder que ostenta 

Brasil en la región es mayor al de Paraguay. 

 

Los estudios de caso están analizados bajo la teoría del neoinstitucionalismo liberal, cuyo 

principal exponente es Robert Keohane y algunos aportes de Hedley Bull. Ambos concuerdan 

que las instituciones internacionales (en este caso, el Mercosur y la Unasur), ejercer un efecto 

significativo en el comportamiento de los Estados miembro respecto a situaciones determinadas. 
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Las instituciones internacionales hacen parte de lo que Keohane llama “orden 

internacional”; son creadas por los mismos Estados, quienes buscan unir y consolidar intereses y 

valores comunes propios bajo una serie de normas que ellos mismos construyen para regular sus 

relaciones y así evitar la anarquía, es decir, la ausencia de un gobierno común. Si bien, los 

Estados siguen siendo el principal actor del sistema internacional, sus acciones dependen de 

acuerdos institucionales previos que afectan su comportamiento, por ello, hacer parte de un 

régimen internacional es de vital importancia, puesto que son herramientas útiles para la 

cooperación y la comunicación pero que al mismo tiempo crean un efecto en la acción de los 

Estados, por lo que de una u otra forma, aceptan las reglas de juego. (Keohane, 1993 y Bull 

2005). 

 

Por lo anterior llama la atención el hecho de poder identificar y analizar la posición tanto 

del Mercosur como de Unasur y su desenvolvimiento en las crisis sucedidas en Paraguay y 

Brasil, y así determinar si las instituciones internacionales, a pesar de ser creadas por Estados, 

tienen un poder autónomo de decretar sanciones o indultos, o si por el contrario están cohibidos 

por los mismos Estados. 

 

3. Objetivo general 

Analizar las capacidades de gestión del Mercosur y Unasur frente a sucesos de índole 

interno, como lo fue los impeachment de Paraguay (2012) y Brasil (2016). 

4. Objetivos específicos 

1) Revisar desde un contexto histórico político, los gobiernos de Paraguay (2012) y Brasil 

(2016).   

 

2) Caracterizar los motivos que influyeron en la caída de la presidencia de Paraguay en el año 

2012.  

 

3) Caracterizar los motivos que influyeron en la caída de Brasil en el año 2016. 
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4) Identificar cuáles fueron las posturas de las organizaciones internacionales como   

Mercosur y Unasur, con respecto a las caídas presidenciales de Paraguay (2012) y Brasil (2016). 

 

5) Examinar desde el neoinstitucionalismo liberal, cómo las decisiones tomadas o no, por 

Mercosur y Unasur, influyeron en las caídas presidenciales de Paraguay (2012) y Brasil (2016).   

 

5. Metodología 

La presente, es una investigación cualitativa de tipo descriptivo-explicativo; acompañado 

del estudio comparado. Por un lado se pretende una contextualización detallada de las diferentes 

variables que entran en el estudio: valores, diseños constitucionales y hechos políticos relativos a 

los distintos casos que se analizarán. Por otro lado, es necesaria una interpretación de estos 

factores con la ayuda de guías teóricas que permitan aclarar el vínculo que las variables tienen 

con el objeto a estudiar, y los posibles resultados que se presenten. 

 

Lo anterior se complementa con un enfoque de análisis político; en este caso la ingeniería 

constitucional comparada, puesto que estudia la organización política desde su constitución, con 

el objetivo de identificar aquellas variables dentro del sistema que no permiten el pleno 

funcionamiento de éste, y por lo tanto, lleva a que los gobiernos democráticos puedan fallar. Es 

por ello, que su objeto de estudio es el ordenamiento jurídico-político establecido, el cual 

pretende solucionar todas aquellas “parálisis” generadas por un diseño institucional 

inconveniente, que se evidencia en el fracaso de los gobiernos cuando se ven interrumpidos por 

diferentes motivos como los golpes militares, los juicios políticos y la renuncias presidenciales. 

6. Hallazgos de la investigación  

 

6.1. Neoinstitucionalismo liberal. 

  Los supuestos sobre la política mundial afectan tanto la elaboración de la teoría como lo 

que se ve en la realidad. La teoría que predominó en el periodo de la posguerra fue la realista que 

se caracteriza por tener tres supuestos principales. 
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“El primero, los Estados, como unidades coherentes, son los actores 

dominantes en la política mundial. Esto, en realidad, implica un doble 

supuesto: que los Estados son predominantes y que actúan como unidades 

coherentes. Segundo, los realistas suponen que la fuerza es un instrumento 

utilizable y eficaz en la política. También pueden emplearse otros 

instrumentos, pero el empleo (O la amenaza del empleo) de la fuerza es el más 

eficaz medio para manejar el poder. Tercero, en parte a causa de su segundo 

supuesto, los realistas presuponen una jerarquía de problemas en la política 

mundial que es encabezada por las cuestiones de seguridad militar: la "alta 

política" de la seguridad militar predomina sobre la "baja política" de los 

asuntos económicos y sociales.” (Keohane y Nye, 1993 pp. 40). 

 

Los supuestos realistas definen un tipo ideal de política mundial; sin embargo, se puede 

analizar un mundo en el que otros actores, además de los Estados, participen activamente 

en el desarrollo de la política mundial. Es por ello que la interdependencia compleja 

puede proporcionar un retrato más amplio de la participación de otros actores en la 

escena internacional y de la realidad. Es ese sentido, Helen Milner y Andrew Moravcsik 

(2009) ahondan sobre la interdependencia compleja y determinaron que está determinada 

por tres características: 

 

1. Los canales múltiples conectan las sociedades, pueden ser informales o formales y se 

resumen como canales en las relaciones interestatales, transgubernamentales y 

transnacionales. Las relaciones interestatales, son los canales normales hechos por los 

Estados, según los realistas. Las relaciones transgubernamentales, se dan cuando se 

flexibiliza la idea de que los Estados actúan como unidades coherentes; y las relaciones 

transnacionales ocurren cuando se flexibiliza el supuesto de que los Estados son las 

únicas unidades. 

2. La agenda de las relaciones interestatales consiste en múltiples temas que no están 

colocados en una jerarquía clara o sólida. Esto es, que la agenda no está dominada por 

temas militares, por lo contrario, los temas surgen partir de temas de política interna, por 
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lo que la diferenciación entre política externa e interna se vuelve confusa. Una 

inadecuada coordinación de esos temas implicaría altos costos. 

3. La fuerza militar no es empleada por los gobiernos contra otros gobiernos de la región 

cuando predomina la interdependencia compleja. La fuerza militar es irrelevante en temas 

económicos para los miembros de una alianza, pero puede ser importante para las 

relaciones políticas y militares con un bloque diferente (Devia et al.,2015). 

 

En virtud de lo anterior, la existencia de canales múltiples permite identificar el papel de 

los organismos internacionales en la política mundial. Si bien, los realistas identifican un mundo 

en que los Estados actúan bajo su interés propio y que los problemas de seguridad predominan, 

se supone entonces, que los regímenes internacionales cumplen una función secundaria, ya que 

están condicionados por esos intereses. Pero en un mundo compuesto de gran variedad de 

problemas en la cual las coaliciones son transnacionales y transgubernamentales, el papel de las 

instituciones internacionales ha crecido de forma significativa, puesto que contribuyen a formar 

la agenda internacional, actuando como catalizadores para la formación de coaliciones. Así, las 

instituciones internacionales agrupan el caudal de iniciativas generadas o creadas por los Estados 

para definir los problemas prominentes y organizar cuáles pueden agruparse, contribuyendo a 

determinar las prioridades gubernamentales.     

 

Con frecuencia, los organismos internacionales son instituciones convenientes para los 

Estados débiles, ya que ponen como énfasis la igualdad entre los Estados. Por lo tanto, la 

interdependencia compleja produce patrones políticos diferentes a los de la concepción realista, 

por lo que para este análisis de caso es pertinente esta teoría. 

 

Después de haberse planteado la teoría de la interdependencia compleja, Robert O. 

Keohane desarrolló sus postulados y modificó algunas dinámicas del sistema internacional 

debido a la aparición de nuevos actores y problemas que trascienden la escala nacional (Devia et 

al.,2015). En su libro “Instituciones internacionales y poder estatal”, Keohane subraya que dentro 

de la política mundial contemporánea, los Estados siguen siendo los agentes más importantes en 

los asuntos mundiales, a pesar de que las relaciones internacionales hayan tomado gran 

importancia. Además, se reconoce que los sistemas internacionales están más descentralizados, 
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por tanto, los Estados son formalmente iguales. Sin embargo, ningún Estado está obligado a 

pertenecer a un sistema como lo afirma Waltz (Keohane, 1993). 

 

Para Keohane, existe una malinterpretación del significado de anarquía puesto que se 

asocia con el caos y el desorden. Para él, la anarquía está más relacionada con la ausencia de un 

gobierno común. De este modo, se debe entender la política mundial como un proceso de 

institucionalización, en donde el comportamiento sea reconocido por parte de los participantes a 

través de la aceptación de las reglas, normas y convenciones establecidas. Es por ello que el 

punto central del institucionalismo, liberalismo institucional o institucionalismo neoliberal, es 

que “las variaciones en la institucionalización de la política mundial ejercen significativo efecto 

en el comportamiento de los gobiernos” (Keohane, p.14). Keohane acuñe el término 

“institucionalismo neoliberal” como una perspectiva del estudio de las Relaciones 

Internacionales, en donde afirma que los Estados no necesariamente deben estar sujetos a 

instituciones internacionales, pero sí que las acciones estatales dependen de acuerdos 

institucionales previos que afectan “el flujo de información y las oportunidades de negociar; la 

capacidad de los gobiernos para controlar la sumisión de los demás y para poner en práctica sus 

propios compromisos; y  las expectativas prevalecientes acerca de la solidez de los acuerdos 

internacionales” (Keohane, p.15). En ese sentido, las instituciones internacionales son los ejes 

básicos que facilitan las relaciones entre Estados bajo un marco institucionalizado en el sistema 

internacional. 

 

A pesar de todos esos factores, los acuerdos internacionales no son fáciles de mantener y 

cumplir. Las instituciones internacionales son herramientas para la comunicación y la 

cooperación que pueden varias históricamente por temas de naturaleza política y de fuerza 

jurídica. En ese sentido, los Estados mantienen la preponderancia como actor principal de la 

política mundial pero aceptando unas reglas de juego, creando un efecto en la acción del Estado. 

(Keohane, 1993). 

 

Por consiguiente, la perspectiva institucionalista liberal se aplica cuando los Estados 

tienen intereses en común, es decir, que ambos reciban beneficios por el acto de cooperar, por lo 

que el grado de institucionalización genera efectos sustanciales en el comportamiento de los 
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Estados. Sin embargo, hay que tener en cuenta que las instituciones no son fijas, por lo que el 

comportamiento de los agentes varía de acuerdo a las variaciones de esa institución (Keohane, 

1993). 

 

De esta forma, Keohane define a las instituciones como "conjuntos de reglas (formales e 

informales) persistentes y conectadas, que prescriben papeles de conducta, restringen la actividad 

y configuran las expectativas" (Keohane, pp. 16-17). En ese sentido, Keohane clasifica a las 

instituciones internacionales en tres: 

 

1. Organizaciones intergubernamentales formales y no gubernamentales internacionales. 

Que son aquellas establecidas y diseñadas por los Estados con reglas explícitas y 

asignaciones específicas de reglas a individuos y grupos. 

2. Regímenes internacionales. Aquellas instituciones con reglas explícitas que han 

coincidido los gobiernos puesto que son pertinentes para temas de Relaciones 

Internacionales, como es el caso del régimen monetario internacional. 

3. Convenciones. Son instituciones informales con reglas y entendimientos implícitos, que 

establecen las expectativas de los agentes, de este modo, le permiten a los agentes 

entenderse sin tener en cuenta reglas explícitas; son especialmente adecuadas para 

situaciones de coordinación donde conviene el interés de todos comportarse de una forma 

particular en la medida en que todos lo hagan. (Keohane, 1993). 

 

Así, la institucionalización leída por Keohane, puede medirse en tres dimensiones. Por 

comunidad, entendiéndolo como las expectativas de un comportamiento adecuado y de los 

entendimientos de cómo interpretar las acciones hechas por un participante; la especificidad, en 

donde las expectativas se traducen en reglas; y la autonomía, entendido como el grado en que la 

institución puede cambiar sus propias reglas. (Keohane, 1993). 

 

Siguiendo esos conceptos, un sistema internacional no institucionalizado carecería de 

coordinación aun cuando existiesen intereses en común. En ese sentido, la política en sentido real 

seria desconocida y las relaciones entre Estados serían chocantes, es por ello que todos los 

sistemas internacionales cuentan con convenciones que les permiten la coordinación de sus 
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acciones, sin embargo, las convenciones no especifican reglas por lo que al momento de 

desarrollar un régimen internacional se clarifican las reglas para tratar los temas pertinentes 

(Keohane, 1993). 

 

De esta forma el institucionalismo, como lo afirma Milner y Moravcsik (2009), se acerca 

a las vertientes del neorrealismo en donde el Estado mantiene su preponderancia como principal 

actor de las relaciones internacionales; el sistema internacional es descentralizado, ya que todos 

los Estados son iguales por lo que ninguno puede imponerse sobre otro; y anárquico, debido a 

que no existe una autoridad común que pueda controlarlos. En ese sentido, las instituciones 

internacionales son utilizados por los Estados más poderosos para llevar a cabo sus intereses 

(Devia et al.,2015). 

 

Las instituciones internacionales por su parte reivindican su papel en las relaciones 

internacionales respecto al escepticismo neorrealista. Milner y Moravcsik (2009) afirman que las 

instituciones internacionales generan beneficios a los Estados, ya que fortalece el principio de 

reciprocidad en el sentido de que los acuerdos se pueden proyectar a largo plazo generando el 

compromiso de respetar los pactos realizados. En consecuencia, el institucionalismo tiene la 

capacidad de modificar el comportamiento de los Estados en función de la cooperación por lo 

que puede llegar a superar los propios intereses nacionales (Devia et al.,2015). 

 

Sin embargo, el desarrollo del realismo durante el XXI, según Keohane, no ha permitido 

total desarrollo de las instituciones internacionales debido a su menor capacidad de conseguir los 

objetivos. Es ese sentido, el institucionalismo reconoce que la capacidad de las instituciones es 

limitada y que sus resultados no son a menudo buenos dado el dinamismo del sistema 

internacional y de la misma dinámica interna de la organización internacional dado que, según 

Stone, las personas que están a cargo pueden llegar a imponer sus preferencias a los Estados 

según sus intereses particulares (Devia et al., 2015). 

 

Según J. Samuel Barkin (2006), las instituciones internacionales en la actualidad tienen 

facilidades para la cooperación técnica interestatal pues se fomenta la comunicación en áreas 

sociales y económicas a través de acuerdos expresados en normas. En ese sentido, los Estados 
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actúan bajo un modelo multilateral debido a que hacen frente a diversos problemas pero que, sin 

embargo, su papel debe ser limitado pues exceder sus expectativas las conllevaría al fracaso en 

su rol como facilitador. (Devia et al., 2015).  

 

Otro de los exponentes del institucionalismo es Hedley Bull, en cuyo libro “La Sociedad 

Anárquica”, expone la confianza dada a las instituciones para disipar los niveles de anarquía que 

se presentan en el contexto internacional. Según Bull, la anarquía no surge por el poder que los 

Estados, sino por los problemas que de ello se deriva. Así, el postulado de Bull corresponde a: 

  

“una sociedad de Estados o una sociedad internacional existe cuando un grupo 

de Estados, consciente de sus intereses y valores comunes, forman una 

sociedad en el sentido en que se consideran unidos por una serie de normas 

comunes que regulan sus relaciones y que colaboran en el funcionamiento de 

instituciones comunes, en ese sentido, los Estados deben ser fieles a los 

acuerdos a los que llegan, sometiéndose a determinadas limitaciones a la hora 

de emplear la fuerza. Al mismo tiempo, se debe colaborar con el 

funcionamiento y procedimientos del derecho internacional, así como la 

maquinaria de la diplomacia de la organización, las costumbres y las 

convenciones de guerra” (Bull, 2005 p.65). 

  

El orden internacional hace referencia a cada una de las actividades esenciales o 

elementales de la sociedad de Estados. Una de esas actividades es la existencia de comunidades 

políticas independientes con gobierno propio al interior de un territorio llamado soberanía 

interna. Por otro lado, se encuentra la soberanía externa, que es aquella independencia frente a 

otras autoridades externas, sin embargo, en la práctica dicha independencia se obtiene en 

distintos grados (Bull, 2005). 

 

Por otro lado, se encuentra el sistema internacional, que es cuando dos o más Estados 

tienen suficiente contacto entre ellos y su impacto sobre el otro afecta en las decisiones del otro 

para que se comporte. Las interacciones de los Estados pueden ser directas o indirectas y pueden 

adoptar formas de cooperación, conflicto, neutralidad o indiferencia; se manifiestan a través de 
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actividades políticas, estratégicas, económicas y sociales. Y de otro lado está la sociedad 

internacional que complementa al sistema internacional en el sentido en que no solamente hay 

interacciones o contactos estatales que influyen en la política interna y externa del Estado, sino 

que también identifica intereses y valores comunes (Bull, 2005). 

 

 Las sociedades internacionales, históricamente han sido fundadas sobre una cultura y una 

civilización común, como por ejemplo el idioma, una epistemología común, una forma de 

entender el universo, religión común, código ético, entre otros, debido a que se facilita la 

comunicación y una mayor entendimiento y conocimiento entre los actores, así como la 

legitimidad de las instituciones inspiradas en los valores comunes. 

 

A pesar de mantener una identidad común dentro de las sociedades internacionales, en la 

práctica, dichas comunidades están más sujetas a un comportamiento anárquico, es decir, a la 

ausencia de una autoridad o gobierno, y como resultado de esa anarquía, los Estados no se 

encuentran sujetos a un gobierno común, ya que para hacerlo, tendrían que subordinarse; sin 

embargo, este argumento, según Bull, tiene tres puntos débiles. El primero es que el sistema 

internacional contemporáneo no es igual al estado de naturaleza anárquico expuesto por Hobbes, 

según la versión de ese autor, la ausencia de un poder común impide el desarrollo de la industria, 

de la agricultura, el comercio, entre otros, ya que los hombres –en este caso los Estados –se ven 

limitados debido a la búsqueda de la seguridad de los unos frente a los otros. En ese sentido, la 

ausencia de un gobierno mundial no necesariamente impide el desarrollo de la vida de un Estado 

(Bull, 2005). 

 

El segundo punto débil que encuentra Bull sobre la anarquía internacional es que el 

miedo no es la única fuente de orden que se expresa en las relaciones entre Estados, puesto que 

una relación de coexistencia debe ser capaz de llevar aspectos concernientes al interés recíproco, 

el sentimiento de comunidad y el hábito. (Bull, 2005). 

 

El tercer punto débil que encuentra Bull es que el estado de naturaleza de un Estado es 

menos violento que la de los individuos, debido a que no se consume tanta energía en su 

búsqueda de seguridad porque su relación es con iguales (Bull, 2005). 
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Un término que también se utiliza en las relaciones entre Estados, sobre todo en las 

sociedades internacionales, es la justicia; a diferencia del orden, a la justicia en la política 

internacional se le adjudica los derechos y deberes que tienen los Estados. Dado que los 

principales actores en la política mundial son precisamente los países. La idea de justicia es uno 

de los debates que tiene lugar en los asuntos mundiales… 

 

“Cada Estado define que su política es justa en el sentido de que es moralmente 

correcta (justicia general) y reclama igualdad o imparcialidad en sus relaciones 

con otros Estados (justicia particular); reclama un derecho moral a la soberanía 

o independencia (justicia sustantiva), al tiempo que reclama que éste derecho 

deba ser aplicado y administrado de la misma forma a todos los Estados (justicia 

formal); afirma tener derecho a un trato igual que los demás Estados a la hora de 

acceder a las oportunidades de comercio, o de votar en una asamblea 

internacional (justicia aritmética), al mismo tiempo que insiste en que su 

contribución financiera a una organización interestatal debe ser determinada por 

el tamaño de producto nacional (justicia proporcional); reconoce derechos de 

todo tipo al resto de Estados, a cambio de que se le reconozcan los mismos 

(justicia conmutativa), pero también puede, al menos en su retórica, argumentar 

partiendo de la idea de que existe un bien común de una determinada comunidad 

regional o de la comunidad mundial (justicia distributiva).” (Bull, p. 134) 

 

En ese sentido, el orden internacional es una condición para que exista la justicia y la 

igualdad entre los Estados. Si no hay un mínimo de seguridad frente a la violencia, de respeto a 

los acuerdos y a las normas de propiedad, la distribución de las cargas y beneficios con relación 

al bien común del mundo no tienen sentido, por tanto, el orden es un tema prioritario para lograr 

objetivos como la justicia (Bull, 2005). 

 

Por otro lado, hay que tener en cuenta que las sociedades internacionales son solo 

elementos básicos que actúan dentro de la política internacional actual, y que operan con otros 

elementos como la guerra, las lealtades o las divisiones dentro de la misma sociedad. Sin 
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embargo, ser parte de una sociedad internacional, no justifica una subordinación hacia la misma, 

pero tampoco una rebelión frete al sistema. La sociedad internacional moderna ha aportado un 

cierto grado de orden, pero dicho sistema es imperfecto, por lo que no se descarta una política 

internacional más efectiva en el futuro (Bull, 2005). 

 

6.2. Contexto de Paraguay anterior al impeachment. 

 La dinámica política paraguaya, estuvo determinada principalmente por dos partidos que 

fueron creados en el mismo año (1887) y se alternaron el poder de forma autoritaria. La 

Asociación Nacional Republicana (ANR) o popularmente conocida como Partido Colorado y el 

Partido Liberal (PL), que también se le conoce como Partido Liberal Radical Auténtico (PLRA), 

gobernaron el país desde 1904 (López, 2010). 

 

Paraguay es un país cuyos problemas podrían resumirse en tres. Una nociva estructura 

económica; un acentuado clientelismo y un problema sistémico de representación. (Como se cita 

en Cerna y Solis, 2012), esto es así porque las élites paraguayas no han tenido la intención de 

mejorar la calidad de la democracia, sino que su interés es mantener el statu quo. Si a lo anterior 

se le suma que la cultura política paraguaya está determinada en torno a los liderazgos fuertes y 

al carisma del líder, el resultado es una sociedad en la que priman las relaciones de 

subordinación (Cerna y Solis, 2012). 

 

Si bien, Paraguay posee un sistema político muy antiguo, no quiere decir que sea uno de 

los más estables, puesto que el poder político se traduce en el acaparamiento de tierras que con el 

paso del tiempo se han convertido en el problema estructural que tiene el país. Por otra parte, no 

se puede hacer una diferenciación profunda en términos ideológicos acerca de lo que es el 

Partido Colorado y el Partido Liberal Radical Auténtico, ya que ambos se ubican a la derecha del 

espectro político (Cerna y Solis, 2012). 

 

Reactivada la institucionalidad, el Partido Colorado entró en una crisis interna debido a 

las diferentes facciones y pujas mediáticas sobre quién se debía el poder dentro del gobierno, 

estas pugnas fueron protagonizadas por Lino Cesar Oviedo y Luis María Argaña. Lino Oviedo, 

amenazó los principios democráticos a través de estrategias derivadas de métodos autoritarios. 
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Intentó un golpe de Estado a por el entonces presidente Juan Carlos Wasmosy en el año de 1996, 

el cual fracasó. Entre tanto, a Luis Argaña, se le veía como el político predestinado a sacar a 

Paraguay del estancamiento en el que se encontraba, debido a su personalidad y carisma con el 

pueblo colorado. (López, 2011). 

 

Para las elecciones presidenciales de 1998, la fórmula, por parte del Partido Colorado, 

estuvo conformada por Lino Oviedo (presidente) y Alberto Cubas Grau (vicepresidente); sin 

embargo, con los procesos judiciales de Oviedo por los hechos sucedidos en contra de Wasmosy, 

no pudo ejercer la candidatura presidencial, por lo que Cubas Grau tomaría su lugar, quien a la 

vez haría dupla con Luis Argaña, por haber sido éste el segundo en votación dentro de las 

internas del Partido Colorado (Escobar, 2012).  

 

La victoria de Cubas permitió suspender la sentencia de prisión que se tenía sobre el 

General Oviedo. Esto tuvo reacciones, sobre todo con la oposición, quien decidió unirse al sector 

más tradicional para apoyar el juicio político en contra de Cubas por decretar una orden sin antes 

haber consultado con la Corte Constitucional. Mientras este evento estaba en pleno desarrollo, el 

vicepresidente Luis Argaña era asesinado lo que generó una gran revuelta conocida como el 

“marzo paraguayo”1. Es por ello, que antes del pronunciamiento del Senado sobre la decisión 

final de ejercer el juicio político, Raúl Cubas renuncia a su cargo de presidente y toma asilo en 

Brasil (Escobar, 2012). 

 

En el año 2008, después de más de 60 años de gobierno ininterrumpido por parte del 

Partido Colorado, un ex obispo, Fernando Lugo Méndez, un outsider que hacía parte de la 

Alianza Patriótica para el Cambio, se impuso en las urnas con más del 40% de los votos, siendo 

776.502 sobre 1.874.127 electores (López, 2010). Su coalición estaba conformada 

heterogéneamente, pues incluía al PLRA, al Partido Encuentro Nacional (PEN), Partido 

Revolucionario Febrerista (PRF), Partido Movimiento al Socialismo (P-MAS), Partido 

Demócrata Cristiano (PDC),  Partido Demócrata Progresista (PDP), Partido País Solidario (PPS), 

                                                
1Inició como un enfrentamiento político entre Lino Oviedo y Luis María Argaña quienes hacían parte del Partido 
Colorado. En las elecciones de 1992, inicialmente las había ganado el candidato Argaña, pero las acciones 
realizadas por Oviedo impidieron que la posesión se ejecutara. Desde ese momento, una serie de acontecimientos 
y enfrentamientos dentro del coloradismo se expandieron a la sociedad culminando con protestas, el asesinato de 
Luis Argaña y de otros 8 jóvenes, así como el juicio político a Raúl Cubas (ABC color, 2013).  
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Partido Social Demócrata (PSD) y Partido Socialista Comunero (PSC); así como diversos 

movimientos como el Tekojoja, mujeres por la alianza, Ñembyaty Guasú Luque 2008, 

Resistencia Ciudadana Nacional, Fuerza Republicana, Teta Pyahu; otros movimientos sociales, 

estudiantiles y sindicales conformaron un bastión fundamental en la campaña de Lugo. Dicha 

alianza tuvo como candidato vicepresidencial a Federico Franco. Nunca se había registrado dicha 

alternancia de poder de forma pacífica, generando lo que parecía, una evolución en la 

democracia paraguaya (López, 2010; Soler, 2011). 

 

Entre 2003 y 2008, la presidencia de Nicanor Duarte Frutos coincidió con la mejora de 

crecimiento económico, alcanzado 6,8% durante 2007, el mayor crecimiento en 26 años tras la 

construcción de la hidroeléctrica Itaipú en los años ochenta. Esta alza, fue resultado de la 

producción y expansión de soja y carne; los cultivos se expandieron rápidamente debido a la 

implementación de métodos modernos en su manufacturación como respuesta a los movimientos 

del mercado mundial (Nickson, 2008 y Brugnoni, 2009). 

 

“Paraguay alcanzó a ser el quinto productor y cuarto exportador de soja en el mundo con 

6,5 toneladas en 2006-2007” (Nickson, 2008, pp.8). El algodón por su parte tuvo un aumento en 

las exportaciones del 91% del 2007 al 2008, así como la carne, ya que se había tomado la 

decisión de diversificar los mercados fuera del Mercosur. (Nickson, 2008). Sin embargo, este 

crecimiento se contraponía con una de las estructuras de tierra más desiguales de América 

Latina, los beneficios favorecieron a una pequeña élite de productores y políticos dejando a los 

hogares rurales y campesinos sin el desarrollo que Paraguay estaba presentando, puesto que no 

hubo asistencia técnica, facilidades crediticias ni títulos de propiedad para avalar el progreso de 

dichas personas, además, la mecanización de la agricultura, el uso de pesticidas y la producción 

de cultivos genéticamente modificados provocaron la muerte de niños en áreas rurales 

documentadas en 2002 evidenciando la inequidad y pobreza (Nickson, 2008).  

 

Según la Dirección General de Estadística, para el 2007 la población en condición de pobreza 

era de 35.6%, mientras que el porcentaje de pobreza extrema era de 19.4% y además teniendo en 

cuenta que se había intensificado el proceso de migración hacia el campo, el porcentaje de 

población urbana es el más bajo de Sudamérica. La población ocupada en la agricultura es alta 
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en comparación a la ocupada en la industria (16%) (Fogel, 2009). Lo paradójico de estos datos, 

es que el deterioro de las variables sociales se daba en el momento en que las exportaciones se 

triplicaban, lo que generó un creciente resentimiento por la baja prestación de beneficios. La 

desilusión en los representantes tradicionales era continua y en marzo de 2006 Fernando Lugo2 

lideró una marcha en Asunción contra las presuntas violaciones a la Constitución, a la represión 

y a la criminalización de la población campesina; al aumento de la inseguridad y a la notoria 

corrupción. Fue en ese momento donde el exobispo se catapultó hacia el escenario político 

paraguayo (Nickson, 2008; Palau y Ortega, 2008). 

 

El ascenso de Lugo coincidió con el notorio desgaste del Partido Colorado que se vio 

evidenciado por su división en la campaña electoral y por la pérdida en la capacidad de mantener 

la fidelidad de sus votantes; bajos niveles de crecimiento económico y altos niveles de 

desempleo que se tradujeron en conflictos sociales. 

 

El 25 de diciembre de 2006, Lugo se postularía para las elecciones presidenciales como 

representante de una oposición fracturada. Sin embargo, las encuestas de opinión mostraban una 

amplia ventaja sobre los posibles candidatos del PC y PLRA. Buscando aliados políticos, en el 

año 2007, Lugo llega a un acuerdo con el PLRA a cambio de la vicepresidencia, lo que dio a 

entender, frente a las otras dos principales fuerzas opositoras (Partido Patria Querida y Partido 

Unión Nacional de Ciudadanos Éticos), la debilidad de Lugo, generando la división de la 

oposición y postulando a sus propios representantes. Por otro lado, la alianza Lugo-PRLA ahora 

llamada “Alianza Patriótica para el Cambio” (APC) se fortaleció y atrajo a una gran cantidad de 

partidos pequeños y movimientos sociales que, a pesar de ser débiles electoralmente, eran fuertes 

en términos de militancia (Nickson, 2008). 

 

                                                
2 Nació en 1951, sobrino de Epifanio Méndez Fleitas, líder colorado que peleó contra la dictadura de Alfredo 
Stroessner. Fue maestro en una escuela tan remota que pudo evadir la obligación impuesta por el PC de afiliar a 
todos lo profesores. En 1977 se ordenó sacerdote y en la década del ochenta trabajó como misionero en pueblos 
indígenas del Ecuador y estudió en el Vaticano para luego recibir el título de Líder de la Orden del Verbo Divino en 
Paraguay y ser ordenado obispo en San Pedro, una región azotada por la pobreza y que fue sede del V Congreso 
Latinoamericano de Comunidades Eclesiásticas base, en donde fue reconocido como defensor de los pobres por el 
apoyo a los campesinos sin tierra. En 2005 renunció a su puesto eclesiástico para dedicarse a la política (Nickson, 
2008).  
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 El programa electoral giraba en torno a seis puntos y contemplaba, 1) la reactivación 

económica con equidad social; 2) reforma agraria integral; 3) recuperación institucional del país 

y combate a la corrupción; 4) instauración de una justicia independiente; 5) recuperación de la 

soberanía nacional y 6) plan de emergencia nacional para los problemas sociales más urgentes 

(Fretes, 2012, p.79). 

 

El exobispo logró vencer en las presidenciales con una participación del 65.5%3 del cual 

obtuvo el 40.9% de los votos (Anexo 2); sin embargo, el apoyo en el Parlamento no se vio 

reflejado debido a la fragmentación de la izquierda y al bajo porcentaje obtenido por las 

agrupaciones que lo apoyaban. Su representación fue del 27%, es decir cinco curules, las mismas 

que obtuvo en 2003 y sin haber tenido ningún candidato a la presidencia. Las condiciones 

sociohistóricas pesaron en su posición de debilidad, a la ausencia de la clase obrera y de partidos 

tradicionales, así como la inexperiencia al momento de hacer coaliciones (Fogel, 2009).   

 

Si bien la victoria de Lugo se logró en buena parte por la conformación de la APC, las 

organizaciones sociales y partidos políticos minoritarios no tuvieron una posición unificada. 

Según Palau y Ortega (2008) se pudieron evidenciar estas posiciones: 

 

“Apoyo institucional: algunas organizaciones que explícitamente y como 

tales apoyaron la campaña electoral, y algunos de sus integrantes fueron 

parte de las listas (tanto en la de la Alianza Patriótica Socialista como en 

la del Bloque Social y Popular). En esta posición se puede ubicar a 

algunas organizaciones campesinas y una central sindical. 

- Apoyo de la dirigencia: aunque las organizaciones como tales no hayan 

dado su apoyo a ninguna de las listas, sus dirigentes ocuparon espacios 

importantes en las mismas. 

- No tomaron posición: algunas organizaciones no expresaron su apoyo a 

ninguna candidatura y tampoco sus principales referentes integraron listas. 

                                                
3 La participación electoral en Paraguay esta alrededor del 66.84%, siendo las elecciones de 1998 las más altas tras 
la transición a la democracia con un 80.54%. (López, 2014).  
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- No apoyaron: una importante organización campesina llamó al voto 

protesta, como crítica al “electoralismo” (Palau y Ortega, 2008, p.3). 

 

Algunas organizaciones sociales, a pesar de no apoyar plenamente el programa de Lugo, 

decidieron hacerlo por la necesidad de cambiar el rumbo político del país. Por otro lado, quienes 

no lo apoyaron argumentaban que su pasado como eclesiástico podría causar un cambio a la 

garantía del Estado laico y al avance en temas relacionados a derechos sexuales y reproductivos; 

a la reducción en la participación política de la población a solamente el hecho de votar; y a la 

diversidad partidaria, por lo que lo ratificaban como un político de carácter gremial (Palau y 

Ortega, 2008). 

 

Con los resultados obtenidos, el 60% del electorado continuó direccionándose a los dos 

partidos tradicionales, lo que reflejó que la campaña electoral estuvo sesgada hacia el 

bipartidismo, dejando a las terceras fuerzas un margen de maniobra relativo al  comportamiento 

de dichos partidos. Es por ello que se habla de una perdida de representatividad y desencanto 

político (López, 2014; Fogel, 2009). 

 

Como se dijo anteriormente, una de las causas que llevaron a Lugo a ser presidente fue la 

representatividad que tenía con aquellas personas necesitadas, pero las diferencias que los 

separaban impidieron que votaran por un solo partido en su representación en el Parlamento, es 

decir, no hubo en la coalición un partido que representara sus intereses de forma total; los viejos 

vicios, el oportunismo, la poca visión, la falta de estrategia y la competencia por los cargos 

provocaron la participación de movimientos políticos y sociales de diez listas para pugnar por 

sus intereses teniendo como resultado poca participación parlamentaria, lo contrario de los 

partidos de derecha en donde las élites ganaderas eligieron a sus potenciales aliados políticos. 

(Fogel, 2009; Palau y Ortega, 2008). 

 

En ese sentido, un cambio real en la política paraguaya sería difícil, una vez se 

promoviera una ley, puesto que habría tensiones y las diferencias entre los sectores de derecha y 

popular aumentarían. Esta tensión se vio evidenciada con la designación de los ministros del 

gabinete de Lugo, ya que varios movimientos que apoyaron la campaña cuestionaron el 
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nombramiento de personas con afinidad conservadora, por ejemplo, está el caso del 

nombramiento del ministro de Agricultura y Ganadería, Cándido Vera Bejarano  y la del 

ministro de Educación y Cultura, Horacio Galeano Perrone quienes eran piezas fundamentales 

para desarrollar la reforma agraria, además de ser personas confiables al presidente. De esta 

forma, llegar a un consenso para el desarrollo de políticas públicas fue complejo, con un 

Congreso mayoritariamente de la oposición y con sectores sociales que no están dispuestos a 

abandonar el programa por el que votaron (Palau y Ortega, 2008). 

 

Por otra parte, para dar frente a tantos problemas sociales, diversas organizaciones 

campesinas, centrales sindicales y movimientos de mujeres y barriales se organizaron y crearon 

el Frente Social y Popular, creado para de centralizar los reclamos de cada uno de estos sectores 

y consolidarlos a través de la elaboración y consenso de propuestas para el gobierno, con el 

objetivo de que se haga cumplir las promesas de campaña; sin embargo, poco fueron los 

resultados. Fue más bien una respuesta para descomprimir tanta presión. 

 

Durante parte de su gobierno, Fernando Lugo cuestionó la legalidad del tratado de la 

hidroeléctrica Itaipú4, que estaba firmada con Brasil hace más de tres décadas, ya que muchas de 

las ganancias que le correspondían al gobierno brasileño iban dirigidos a la élite política 

paraguaya para mantener vigente el tratado de la hidroeléctrica y recibir así todos los beneficios 

energéticos. Desde el inicio de su funcionamiento, los cargos de dirección y administrativos 

estuvieron a cargo de los brasileños evitando así la supervisión por parte de entes paraguayos. 

Lugo prometió denunciar la situación ante la Corte Internacional de Justicia si no se renegociaba 

el tratado. De igual modo criticó a Argentina por el acuerdo desigual que se tiene sobre la 

hidroeléctrica binacional de Yacyretá5, pues este vende la parte de la energía correspondiente de 

                                                
4 La represa hidroeléctrica de Itaipú es la más grande del mundo, con una capacidad instalada de 14.000 MW que 
generaron en 2007 unos 90 millones de MWh. Según el Tratado de Itaipú, firmado en secreto en 1973 por las 
dictaduras militares de ambos países, Paraguay debe cederle a Brasil 50% de la parte no utilizada de su energía. 
Además, el tratado, suscripto por 50 años y que por lo tanto vence recién en 2023, prohíbe a Paraguay vender la 
energía sobrante a otros países. En la actualidad, Paraguay utiliza solo siete millones de MWh por año y debe 
cederle sus 38 millones restantes a la empresa estatal de electricidad brasileña, Eletrobrás, a precio de costo. 
Como «compensación», Paraguay recibe solo 2,7 dólares por MWh, lo que equivale a 103 mezquinos millones de 
dólares al año. 
5 Desde su construcción en 1983 en aguas del río Paraná, los paraguayos denuncian que la represa, fruto de un 
entendimiento entre las dictaduras militares que gobernaban ambos países en los años 70, atenta contra la 
soberanía económica de su país y sólo beneficia a Argentina. Ambos países llevan más de 30 años atrapados en un 
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Paraguay. Así, el gobierno de Lugo empezó un proceso de recuperación de sus recursos naturales 

establecida en una de las propuestas de campaña. (Nickson, 2008). 

 

También se luchó contra la corrupción por medio de la destitución de un centenar de 

oficiales de policía, pasó a retiro a veintiocho generales y removió a funcionarios que no asistían 

a sus cargos. Estos logros son recalcados por el Frente Nacional y Popular que insistió en la 

necesidad de generar cambios en el Poder Judicial pues generó impunidad (Fogel, 2009). 

 

A pesar de los logros obtenidos, la tendencia de los partidos opositores de unirse en las 

votaciones y debates parlamentarios para hacer mayoría frente al gobierno de Lugo fue uno de 

los problemas que tuvo que enfrentar esta administración, puesto que ocasionaba un vacío 

parlamentario, y por ende, una desestabilización a la hora de llevar propuestas. Otro problema 

fue el débil funcionamiento de la coalición lo que obligó constantemente al oficialismo a tratar 

con una bancada liberal oscilante que se encuentra identificada o dividida en grupos formados 

alrededor de una figura. 

 

6.3 Motivos que influyeron la destitución  de Fernando Lugo en la presidencia de 

Paraguay en 2012.  

Pocos meses después de que recibiera Fernando Lugo la presidencia, políticos y militares ya 

planeaban su destitución exponiéndolo abiertamente en medios de comunicación y en el 

Congreso, como fue el caso del senador liberal Alfredo Jaeggli quien declaró “…antes de que se 

fortalezca… quiero que ese señor se vaya” (Mora, 2014, p.41). Además, teniendo en cuenta que 

el gobierno de Lugo descansó sobre una base inestable como consecuencia la poca comunión 

entre él y el Congreso, su vicepresidente Federico Franco (miembro del Partido Liberal) fue la 

cara de la oposición declarando y admitiendo un posible juicio político. La idea de una 

destitución a través del parlamento fue desarrolla por el Partido Colorado con el objetivo de 

evitar el fortalecimiento en el poder del exobispo (Mora, 2014). 

 

                                                                                                                                                       
callejón que impidió cualquier entendimiento: mientras Argentina reclama a Paraguay la cancelación de 17.000 
millones de dólares que aportó para financiar las obras, Paraguay insiste en que ellos han puesto la mayor parte 
del territorio inundado por la represa sin cobrar por ello y reciben, además, migajas por la electricidad que no usan 
y venden a sus socios del sur (Rivas, 2017). 
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Las multinacionales y sobre todo las relacionadas a la explotación de la tierra (United 

Fruit Company, ARAMCO, British oil Company y Monsanto), cumplieron un papel importante 

en la política paraguaya, puesto que sus intereses e intenciones sobre la ejecución o no de 

políticas agrarias representaron en sí mismas intereses para las élites políticas. Paraguay, al 

desarrollarse como un país exportador de su agricultura responde a una lógica neoliberal, y en 

ese sentido, las multinacionales pueden eliminar los obstáculos representados por gobiernos que 

juegan en contra de sus intereses. Aunque se puede decir que estas compañías tuvieron influencia 

en la destitución de Lugo, no se puede afirmar que tuvieron un rol protagónico directo. 

 

En ese sentido, la concentración de tierras constituyó uno de los problemas más 

profundos, y cuya realidad aún marca la actualidad del país. Empresarios de la industria agrícola 

y adeptos a los partidos tradicionales paraguayos, siempre intervinieron en las propuestas de 

reforma agraria. La resistencia de Lugo de permitir el ingreso de semillas transgénicas, de 

promover el diálogo con los campesinos e implementar un impuesto a la exportación de granos, 

fueron detonantes para que la oligarquía paraguaya interfiriera. Monsanto, a través de los 

gremios de producción, que a su vez estaban directamente relacionados con el Grupo Zuccolillo, 

este último, dueño del diario ABC Color (impreso y digital), el medio más influyente de 

Paraguay, arremetió contra el Servicio Nacional de Calidad y Sanidad Vegetal (SENAVE), por 

haber impuesto una serie de normas relativas a la aplicación de agrotóxicos, por su grado de 

toxicidad en fumigaciones aéreas y terrestres, y por la no inscripción en los registros cultivares 

de semillas de algodón genéticamente modificadas para la siembra, afectando directamente sus 

industrias (de Monsanto) agroquímicas, biotecnológicas y exportadoras, lo mismo que a la 

oligarquía paraguaya. Sin embargo, esta multinacional logró su cometido al introducir semillas 

transgénicas luego de la destitución de Lugo, lo que demuestra: 1) la relación entre Monsanto y 

sus representantes (latifundistas y agroexportadores) en Paraguay; 2) el poder que maneja la 

corporación dentro de la comunidad empresarial paraguaya, lo que se traduce en poder político; 

3) un Estado débil frente a los intereses trasnacionales, en parte por el apoyo de las oligarquías; y 

4) la presencia de Monsanto en la política para preservar su statu quo. Por lo anterior, Monsanto 

tuvo la capacidad de reducir los flujos fiscales mediante la transferencia de su producción a otro 

país; pudo sobornar la prensa y ejerció poder en un ambiente político oligárquico. (Mora, 2014). 
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El principal motivo por el que Congreso paraguayo enjuició a Fernando Lugo fue por la 

matanza ocurrida en la ciudad de Curuguaty en el año 2012. La masacre, se dio en un contexto 

de criminalización por una protesta campesina que buscaba adquirir unos terrenos en dicha área, 

pero que eran propiedad de la empresa Morombí S.A, que, a través de su principal accionista, el 

empresario y miembro del Partido Colorado, Blas Riquelme6, adquirió un total de 50.000 

hectáreas. Desde 2004, los terrenos adquiridos están en litigio con el Estado, pues se consideró 

que la concesión se había hecho de forma ilegal, así como su utilización, por lo que el Instituto 

Nacional de Desarrollo Rural y de la Tierra (INDERT) quedó a cargo del predio y por lo que los 

campesinos, llamados “sin tierra”, buscaron beneficiarse (Mora, 2014). 

 

Durante ese mismo año (2004), Riquelme alegó una demanda de usucapión7 por 1.748 

hectáreas argumentando que durante 20 años las había utilizado. El juzgado de Curuguaty otorgó 

las tierras a la empresa Campos Morombí S.A en 2005, pero la Procuraduría General de la 

Nación aplicó un recurso de nulidad. Durante ese proceso se pudo comprobar que los terrenos de 

Riquelme eran ajenos a los terrenos que iban dirigidos para la reforma agraria en Marina Kué 

(Mora, 2014).  

 

En ese mismo contexto, el Movimiento por la Recuperación Campesina de Canindeyú 

inició trámites a través del Instituto Nacional de Desarrollo Rural y de la Tierra (INDERT) para 

adquirir 2.000 hectáreas y ejercer la ampliación de la colonia Yvyrá Pyta en el terreno disputado 

que a Riquelme le habían aprobado. Sin embargo, ocupación se mantuvo porque para la 

comunidad campesina de Canindeyú, el fallo aún no era claro ni beneficioso (Mora, 2014). 

 

El 15 de junio de 2012, se realizó una acción de desalojo hacía la comunidad “sin tierra”. 

Tras la denuncia de la empresa Campos Morombí por el delito de invasión de inmueble, los 

                                                
6 “Constituyó un imperio económico sobre Paraguay, conformado por varias empresas; entre ellas: Cereales SA, 
Cervecera Asunción SA, para las marcas Victoria, Munich y Polar; y Cervecera Itapúa SA, Cadena Real SA 
(supermercados), Campos Morombí SA (agricultura) y Cristalera Asunción SA y Embotelladora Central. 
Además, fue propietario de dos molinos harineros y mantuvo negocios en Miami, EE.UU. 
En términos políticos, Blas N. Riquelme fue un afiliado al coloradismo ejemplar. Entre sus antecedentes más 
destacados se encontraba el haber sido legislador en reiteradas oportunidades y el haber presidido la ANR en 
1994. Encabezó, por otra parte, la Asociación Paraguaya de Fútbol y la Unión Industrial del Paraguay. (Vallejos, 
2014, p.65).  
7 Hacer uso efectivo de la tierra sin que nadie la reclamase (Yussef, 2013). 
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campesinos, quienes ocupaban también ocupaban el terreno, asimismo denunciaron la corrupción 

judicial existente en el caso y solicitó al INDERT la resolución del conflicto. Dicho operativo no 

tuvo seguimiento al debido proceso, a pesar de la presencia de dos fiscales (Codehupy, 2012; 

Aguinaga, 2016). 

 

Del procedimiento formaron parte 250 uniformados de la Policía Nacional y dos 

helicópteros. La fiscalía hizo una orden de allanamiento a través de los protocolos establecidos 

por el ministerio del Interior y Público. Dicho procedimiento contemplaba cuatro fases como lo 

explica Vallejos (2015) … 

 

“La primera etapa era de conocimiento, durante la cual la Fiscalía 

acompañada de la Policía Nacional se constituía en el lugar y analizaba la 

situación; posteriormente, en una segunda instancia, se instalaría una mesa 

interinstitucional que planificara el procedimiento a seguir.  

Ya en el tercer ciclo del plan, se procedería al desalojo y a la aprehensión de 

las personas que se resistiesen, para finalmente en el cuarto periodo, dar 

curso al seguimiento fiscal y la investigación del caso, en donde si fuese 

necesario se procedería a la imputación de personas afectadas” (Vallejos, 

2015, p.83). 

 

El procedimiento derivó en un enfrentamiento cuyo saldo fue de 17 personas muertas (11 

campesinos y 6 policías) y varios heridos entre personal de la fuerza pública y civiles. La 

Coordinadora de Derechos Humanos del Paraguay (Codehupy) sostuvo que la responsabilidad de 

las muertes fue de los funcionarios públicos que estuvieron en el lugar, ya que se encontró 

evidencia del uso de la violencia letal puesto que los actos fueron perpetrados cuando los civiles 

estaban heridos o se habían entregado, considerándolo un acto desproporcionado. Además, se le 

dio prioridad de atención médica a los policías heridos sin brindar tratamiento igualitario. 

 

El hecho que le dio mayor gravedad a la situación fue el vacío institucional por parte del 

Ministerio Público por el hecho de no garantizar la vida de las personas que habían sobrevivido, 

evadiendo su responsabilidad de protegerlas (Codehupy, 2012). Este hecho fue denunciado ante 
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el Congreso por el diputado Oscar Tuma, declarando que Lugo "había fortalecido a los grupos 

criminales que amenazan a los ciudadanos y que llegan a lo más bajo, atentar contra la vida de 

otros” (Vallejos, 2014). 

 

“La Codehupy ha recogido testimonios y ha examinado evidencia que llevan a 

concluir que aproximadamente nueve personas detenidas en ese operativo 

fueron víctimas de tortura o, al menos, tratos crueles e inhumanos, por parte de 

los agentes de Policía. Estas torturas fueron infligidas en el momento de la 

detención, en el traslado de la ocupación a bordo de las patrulleras y ya en la 

Comisaría 5ª de Curuguaty. Asimismo, en la jornada del 15 de junio, la Policía 

perpetró al menos tres detenciones arbitrarias. Ninguna de estas tres personas 

estuvo en la ocupación o tenía vínculos con la organización de sin tierras…” 

(Codehupy, 2012, p.5). 

 

Hubo otras casuales de destitución hacia Fernando Lugo. El Congreso, a parte de la 

masacre de Curuguaty, le adjudicó otras cuatro acusaciones las cuales responden al 

incumplimiento y mal desempeño de sus funciones según la Constitución paraguaya8, estas 

fueron: 

 

1. Acto Político en el comando de ingeniería de las Fuerzas Armadas. Durante este hecho 

el presidente Lugo realizó una concentración de jóvenes en el Comando de Ingeniería de las 

Fuerzas Armadas y que fue financiado por Instituciones del Estado. En otras palabras, Lugo 

junto con el Comandante en Jefe autorizaron y facilitaron actos políticos al interior de un predio 

público con la participación de funcionarios del Estado, promulgando la lucha de clases. 

 

                                                
8 Artículo 225: “"El Presidente de la República, el Vicepresidente, los Ministros del Poder Ejecutivo, los Ministros de 
la Corte Suprema de Justicia, el Fiscal General del Estado, el Defensor del Pueblo, el Contralor General de la 
República, el Subcontralor y los integrantes del Tribunal Superior de Justicia Electoral, solo podrán ser sometidos a 
juicio político por mal desempeño de sus funciones, por delitos cometidos en el ejercicio de sus cargos o por 
delitos comunes.  
La acusación será formulada por la Cámara de Diputados, por mayoría de dos tercios. Corresponderá a la Cámara 
de Senadores, por mayoría absoluta de dos tercios, juzgar en juicio público a los acusados por la Cámara de 
Diputados y, en su caso, declararlos culpables, al solo efecto de separarlos de sus cargos. En los casos de supuesta 
comisión de delitos, se pasarán los antecedentes a la justicia ordinaria". 
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Quien denunció el caso fue el senador José López Chávez, miembro del partido Unión 

Nacional de Partidos Éticos (UNACE) opositor al gobierno, argumentando que la asamblea de 

los partidos de izquierda fue un acto netamente político avalado por el gobierno y declarando que 

dicho encuentro generó deshonra en las fuerzas armadas (Vallejos, 2014).  

 

2. Caso Ñacunday. Se responsabilizó a Fernando Lugo de permitir a campesinos que 

pudieran invadir tierras de dominio privado, secundado a la falta de respuesta de la fuerza 

pública frente a este hecho, dado que no las utilizó para defender el derecho a la propiedad 

privada, generando una inestabilidad social.  

 

Frente a este caso, la persona denunciante fue el diputado liberal Jorge Ávalos quien dijo: 

"El único instigador de invasiones de tierras en la zona de Ñacunday es Fernando Lugo", que 

mostró una "conducta cómplice. Mientras esas invasiones se realizaban, el presidente se 

mostraba con puertas abiertas a los líderes de la protesta" (Vallejos, 2009, p.104). 

 

3. Creciente Inseguridad. Una de las propuestas de Fernando Lugo era reducir los índices 

de inseguridad y a pesar de que el Congreso inyectó importantes recursos para potencializar la 

fuerza pública, los resultados no han sido los esperados sino lo contrario, el Ejército del Pueblo 

Paraguayo9 sigue ejerciendo control en los departamentos de Concepción y San Pedro teniendo 

como resultado un fracaso en el programa de seguridad. 

 

El denunciante de la creciente ola de inseguridad fue Carlos Liseras, miembro del Partido 

Colorado quien declaró la posible vinculación de Lugo con grupos que promueven la existencia 

del Ejército del Pueblo Paraguayo (EPP). 

  

                                                
9 Es un grupo armado de ideología leninista-marxista, fundado el 1 de marzo de 2008, pero que sus raíces se 
remontan desde la caída de la dictadura de Alfredo Stroessner, dado que se permitió nuevamente la expresión y el 
activismo político. Su fundador, Alcides Oviedo Brítez, nacido en el departamento de Itapúa (frontera con 
Argentina), quedó cautivo por la actividad política de izquierda una vez iniciada la transición a la democracia, por lo 
que se interesó en la lucha armada revolucionaria. Su financiamiento es a través del secuestro de importantes 
miembros de la clase dirigente paraguaya, extorción y asaltos. (McDermott, 2015). 
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4. Protocolo de Ushuaia II en el año 201110 (Anexo 3). Para el Congreso, el acuerdo 

perteneciente al tratado del Mercosur ha atentado contra la soberanía de la nación, pero que 

ratificó el presidente Lugo, dado que su procedimiento no estuvo acorde con el debido proceso 

dado que el documento no fue remitido al Parlamento para su conocimiento, consideración y 

aprobación y por lo que los países vecinos podrían cortar el suministro de energía (Decreto N° 

1431/2012); el caso fue denunciado por Clemente Barrios, miembro del Partido Colorado. 

 

El juicio contra Fernando Lugo inició el 22 de junio de 2012 y el tiempo entre alegatos y 

destitución fue de 5 horas. Las sesiones finalmente quedaron de la siguiente manera:  

 

12:00 pm, presentación de alegatos por parte de la defensa que estaba conformada por el 

asesor jurídico de presidencia Emilio Camacho, el procurador general de la república Enrique 

García y los abogados Adolfo Ferreiro y Luis Samaniego. Sus principales argumentos fueron la 

discrecionalidad en el proceso y la arbitrariedad en los plazos para presentar pruebas a favor de 

su defensa;  

2:30 pm, evaluación de las pruebas; 

3:30 pm, se presentas alegatos finales por parte de la defensa de Lugo afirmando que los 

argumentos expuestos por el Congreso eran causales insuficientes para su destitución. Sin 

embargo, los senadores ratificaron su postura inicial;  

5:00 pm, se realiza la última sesión extraordinaria de carácter público;  

5:25 pm, se dio paso a la votación plena del Senado. 39 votos a favor de la destitución y 4 en 

contra, por lo que automáticamente Fernando Lugo quedó destituido asumiendo el vicepresidente 

Federico Franco hasta la nueva campaña electoral en 2013 (Vallejo, 2014). 

 

Hay que en cuenta que Franco no es netamente político, sus inicios como profesional se 

dieron en la medicina, profesión que desarrolló hasta 1996, dado que sus aspiraciones políticas lo 

convirtieron edil, por lo que tuvo abandonar su carrera. Consolidado en el Partido Liberal 

Radical Auténtico (PRLA), Franco se lanzó a la gobernación del Departamento central de 

                                                
10 “La Cláusula Democrática del Mercosur -también conocida como Protocolo de Ushuaia- es un documento que 
establece la suspensión de cualquiera de sus integrantes en caso de ruptura del orden democrático. Fue suscrito 
originalmente por los miembros fundadores en 1998 en la capital de la provincia argentina de Tierra del Fuego y 
más tarde firmada por Bolivia y Chile” (Infobae, 2017). 
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Paraguay ganándolo de forma reñida contra Carlos Palacios, miembro del Partido Colorado, y al 

tiempo que su hermano Julio Cesar Franco luchaba por la presidencia ante Nicanor Duarte Frutos 

quien finalmente la ganaría.  

 

En el horizonte de las elecciones presidenciales de 2008, Franco se propuso la jefatura del 

PRLA y la precandidatura a la presidencia; sin embargo, las constantes protestas y movimientos 

cívicos que dieron éxito a la intención de parar la reelección de Duarte generaron la unificación 

de varios partidos, entre los que estaba el PRLA, de esta manera, quien tenía mayor 

representatividad en la población era Fernando Lugo, por lo que el apoyo de PRLA fue cedida al 

exobispo dejando la candidatura a un lado a cambio de recibir la vicepresidencia. 

 

Una vez recibida la vicepresidencia, la relación entre Franco y Lugo era simplemente por 

interés, debido a las diferencias ideológicas y políticas que tenían. A lo largo del 2009, Franco 

evidenció los problemas personales respecto a la paternidad no reconocida11 por parte de Lugo, 

aunque al principio se trató con cautela, Franco utilizó ese contexto para especular sobre su 

destitución y aún más cuando el PRLA hacia oficial su retiro de la coalición debido a que el 

gabinete estaba parcializado por corriente de izquierda. 

 

Después de los acontecimientos ocurridos en Curuguaty y la respectiva destitución de 

Lugo, el titular de la Cámara, Jorge Antonio Oviedo Matto, tomó juramento a Franco y le coloco 

la banda que lo acreditaba como el nuevo presidente constitucional del Paraguay hasta el 15 de 

agosto de 2013 (Zárate, 2012).    

 

Para Vallejo (2014), el juicio político que se desarrolló en Paraguay estuvo precedido por 

cuatro factores. El primero fue la embestida de los terratenientes y empresarios agrícolas que tras 

la masacre de Curuguaty. Tomaron ventaja de sus contactos parlamentarios para precipitar la 

salida de Lugo; el segundo factor, fue el fracaso de las políticas redistributivas de la tierra, sobre 

todo por el hecho de que el gobierno produjo metodologías ineficaces en el manejo y repartición 

de las mismas, obteniendo como efecto secundario, la configuración de grupos campesinos 

                                                
11 El presidente paraguayo, Fernando Lugo, afrontó una demanda de paternidad por presuntamente haber 
concebido cuando era obispo. Lugo afrontó otras seis demandas de paternidad y una presunción de violación 
(RTVE, 2009).  
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agresivos y la masacre anteriormente nombrada; el tercer factor, la sucesión de errores políticos 

y estratégicos por parte de Lugo, uno de ellos fue nombrar a Candía Amarilla miembro del 

Partido Colorado como fiscal general de la nación, su idea era dividir al partido opositor para 

evitar el juicio político; sin embargo, con la designación logró una homogenización de posturas. 

Dicho nombramiento provocó duras críticas por parte de sus aliados provocando la ruptura de su 

base política y social. El otro error estratégico fue el desapego que tuvo con su aliado político 

durante las elecciones, el Partido Liberal que decidió participar en el proceso del juicio político a 

pesar de que en el último momento Lugo les ofreciese algunos ministerios. 

 

El juicio político estuvo amparado bajo el artículo 17 de la Constitución política12. Según 

Aguinaga (2016), a pesar de que fue un acto constitucional, la manera en que éste se llevó acabo, 

no cumplía con las garantías procesales de legítima defensa descrita en el mismo artículo, por lo 

que el juicio mismo pudo haberse considerado anticonstitucional, ya que no se cumplió con el 

plazo mínimo de preparación de la defensa otorgándosele 24 horas desde el inicio del juicio. Se 

faltó al principio de presunción de inocencia, pues el Congreso no recogió las pruebas suficientes 

sobre las acusaciones, sino que se basaron en las declaraciones de los medios de comunicación 

(Aguinaga, 2016; López, 2014). 

 

Mucho se ha hablado sobre la legalidad de la destitución de Fernando Lugo de la 

presidencia de Paraguay, puesto que se puede considerar una vulneración al estado de derecho, 

considerando también que para evitar excesos de los poderes estatales, existen elementos que 

                                                
12 “En  el  proceso  penal,  o  en  cualquier  otro  del  cual  pudiera  derivarse  pena  o  sanción,  toda  persona tiene 
derecho a:  1)  que sea presumida su inocencia;  2) que  se  le  juzgue  en  juicio  público,  salvo  los  casos  
contemplados  por  el  magistrado  para salvaguardar otros derechos;  3)  que  no  se  le  condene  sin  juicio  previo  
fundado  en  una  ley  anterior  al  hecho  del  proceso, ni que se le juzgue por tribunales especiales;  4) que  no  se  
le  juzgue  más  de  una  vez  por  el  mismo  hecho.  No  se  pueden  reabrir  procesos  fenecidos,  salvo  la  revisión  
favorable  de  sentencias  penales  establecidas  en  los casos previstos por la ley procesal;  5) que se defienda por 
sí misma o sea asistida por defensores de su elección;  6) que  el  Estado  le  provea  de  un  defensor  gratuito,  en  
caso  de  no  disponer  de  medios  económicos para solventarlo;  7) la  comunicación  previa  y  detallada  de  la  
imputación,  así  como  a  disponer  de  copias,  medios   y   plazos   indispensables   para   la   preparación   de   su   
defensa   en   libre   comunicación;  8) que ofrezca, practique, controle e impugne pruebas;  9) que no se le 
opongan pruebas obtenidas o actuaciones producidas en violación de las normas jurídicas;  10) el  acceso,  por  sí  
o  por  intermedio  de  su  defensor,  a  las  actuaciones  procesales,  las  cuales en ningún caso podrán ser secretas 
para ellos. El sumario no se prolongará más allá del plazo establecido por la ley, y a  11) la indemnización por el 
Estado en caso de condena por error judicial”  (Constitución de la República del Paraguay, 1992, art.17). 
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permiten un sistema de contrapesos que va más allá de mantener el poder soberano, sino que 

además su legalidad y legitimidad.  

 

Si se tiene en cuenta la naturaleza de la ejecución, el juicio político fue un acto legal, ya 

que está enmarcada en la constitución paraguaya13, de otro modo, sería una voluntad política, 

vulnerando algunos derechos y garantías promulgadas en la misma constitución, incluidas las 

cláusulas relativas al derecho internacional. En ese sentido, en el marco del Estado social de 

derecho se encuentran las obligaciones relacionadas al debido proceso y a una sentencia justa, 

que a su vez debe remitirse a instancias donde los jueces sean imparciales como lo dicta el 

artículo 16 de la constitución paraguaya14, situación que no ocurrió en el impeachment contra 

Lugo (La razón, 2012). 

 

Según el analista y abogado, Oscar Alba, miembro del Instituto de Estudios 

Internacionales-Bolivia (IDEI), cuando un juicio político pasa de ser un acto judicial a uno 

político, hay una anormalidad en el sistema jurídico, puesto que se están permitiendo actuaciones 

arbitrarias donde el mismo órgano acusador está impartiendo la justicia. Es por ello que el 

término “juicio” tiene un sentido vinculante en cuanto supone la activación de órganos judiciales 

y garantías que dan lugar a la competencia y la imparcialidad, así como varios derechos 

procesales que fueron vulnerados durante el juicio, ya que por ejemplo los plazos de tramitación 

del enjuiciamiento fueron emitidos el 21 de junio y notificados el mismo día para la realización 

de la defensa (La razón, 2012). 

 

Desde otro punto de vista, el también analista, Sergio Cargo, del mismo Instituto de 

Estudios Internacionales, recalcó que todo lo escrito en la constitución tiene un carácter 

legitimador dentro de la política, es decir, que está respaldado y avalado por ésta, luego, la 

destitución y sucesión de Fernando Lugo resulta ser legítima. Sin embargo, este hecho pudo 

haber afectado el concepto democrático de la Carta Democrática Interamericana y del Protocolo 

de Ushuaia, que, a groso modo, establece el principio democrático como medio para entablar 

relaciones internacionales con sus homólogos, por lo que las instituciones estatales deben 

                                                
13 ARTICULO 225 
14 Articulo 16: La defensa en juicio de las personas y de sus derechos es inviolable. Toda persona tiene derecho a 
ser juzgada por tribunales y jueces competentes, independientes e imparciales (Constitución Nacional, 1992). 
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respetar dicho orden; no obstante, no se establece un concepto de democracia y por tanto no hay 

un orden democrático el cual está definida (La razón, 2012). 

 

Es por ello que, según Sergio Castro, cada Estado establece la democracia a partir de sus 

instituciones, lo que en consecuencia define la legitimidad. Es claro que uno de los requisitos 

para pertenecer a un organismo internacional en América Latina es contar con un régimen 

democrático, pero el establecimiento del cómo funciona dicho régimen, hace parte del orden 

interno de cada Estado. Para el caso paraguayo, según el abogado y profesor Ives Granda 

Martins da Silva, hay que observarlo como una sistema presidencial; sin embargo, dentro de sus 

constitución hay instrumentos del sistema parlamentario que funcionan para destituir a un 

presidente15 (ABC, 2012), lo que convierte a su carta en una  más agiles y flexibles en instancias 

definitorias que son decididas por el Congreso (Izurleta, 2016). Es por esto que, según el 

columnista de CNN Roberto Izurleta (2016), la destitución de Fernando Lugo fue tan rápida, de 

modo la que la votación de las 2/3 partes para su destitución fuera legal y democrática. Sin 

embargo, como añade el columnista, las decisiones del poder judicial no solo de Paraguay, sino 

de la mayoría los países, latinoamericanos están en duda, debido a la falta de independencia 

frente a los otros poderes (legislativo y ejecutivo).  

 

6.4. Posiciones de las organizaciones internacionales Mercosur y Unasur, respecto a 

la destitución presidencial en Paraguay (2012) 

 

  6.4.1. Posición del Mercosur frente a la caída presidencial de Fernando Lugo en 

2012.  

Las repercusiones internacionales no se hicieron esperar tras la decisión del Congreso 

paraguayo de expulsar a Fernando Lugo de la presidencia por medio de un juicio político. El 

hecho fue interpretado como ilegítimo y antidemocrático a pesar de que el proceso estuviera 

                                                
15 Artículo 225: el presidente de la república, el vicepresidente, los ministros de la corte suprema de justicia, el 
fiscal general del Estado, el defensor del pueblo, el contralor general de república, el subcontralor y los integrantes 
del tribunal superior de justicia electoral, solo podrán ser sometidos a juicio político por mal desempeño de sus 
funciones, por delitos cometidos en el ejercicio de sus cargos o por delitos comunes. La acusación será formulada 
por la cámara de diputados, por mayoría absoluta de dos tercios, juzgar en juicio público a los acusados por la 
cámara de diputados y, en caso, declararlos culpables, al sólo efecto de separarlos de sus cargos. En los casos de 
supuesta comisión de delitos, se pasarán los antecedentes a la justicia ordinaria (Constitución del Paraguay, 1992).  
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ceñido por la constitución. El primer país miembro del Mercosur en anunciar medidas contra 

Paraguay fue Brasil, encabezado por la presidente Dilma Rousseff quien declaró que “Hay pena 

anticipada16 para aquellos que no cumplan con los principios que caracterizan a una 

democracia" y por ende, países que no cumplan con dichas exigencias deberán ser expulsados de 

los organismos regionales. (La Voz, 2012). 

 

Las declaraciones continuaron con Uruguay a través de su canciller Luis Almagro, en un 

tono menos agresivo. El representante dijo que la suspensión de Paraguay sería temporal en el 

ámbito de lo político y de toma de decisiones, mas no en sanciones de tipo económicas para 

evitar que los paraguayos sufran aún más de lo que está pasando con la crisis. La intención, 

según Almagro, era mejorar las relaciones con Paraguay pero bajo unas garantías democráticas. 

(Última hora, 2012).   

 

Por su parte, Argentina, a través de su presidenta Cristina Fernández de Kirchner, declaró 

que “es inaceptable la situación en Paraguay debido a que la región ya había superado 

definitivamente ese tipo de situaciones antidemocráticas y contra las instituciones”, por lo que su 

gobierno “no convalidaría el golpe de Estado”. La presidenta, expresó que el hecho fue un acto 

consumado debido a que se han intentado, sin éxito, otros golpes como los que sufrieron Evo 

Morales, Rafael Correa y Manuel Zelaya (La Capital, 2012 y El Patagónico, 2012). 

 

La unanimidad de los Estados miembro no se hizo esperar, por lo que durante la XLIII 

cumbre de jefes y jefas de Estado del Mercosur y Estados Asociados, Brasil, Argentina y 

Uruguay decidieron suspender a la República de Paraguay del derecho de participar en las 

deliberaciones del Mercosur debido a la violación del Protocolo de Ushuaia en su artículo 

sexto17, debido a la ruptura del orden democrático. En ese sentido, la presidenta pro tempore del 

organismo multilateral, Cristina Fernández de Kirchner reafirmó que 

                                                
16 disposiciones judiciales que se dictan para garantizar el resultado de un proceso y asegurar el cumplimiento de la 
sentencia, evitando la frustración del derecho del peticionante derivada de la duración del mismo (Buongermini, 
s.f). 
17 ARTÍCULO 6: En caso de ruptura o amenaza de ruptura del orden democrático en una Parte del presente 
Protocolo, los Presidentes de las demás Partes -o en su defecto sus Ministros de Relaciones Exteriores en sesión 
ampliada del Consejo del Mercado Común-, podrán establecer, entre otras, las medidas que se detallan a 
continuación: a.- Suspender el derecho a participar en los distintos órganos de la estructura institucional del 
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 “El Mercosur resolvió la suspensión temporal de Paraguay (del bloque) hasta 

tanto se lleve a cabo el proceso democrático que nuevamente instale en ese país 

la soberanía popular; en elecciones libres y democráticas, y elijan nuevo 

presidente, y que no se aplicarán sanciones económicas… que el 

restablecimiento de las instituciones democráticas es condición indispensable 

para el desarrollo del proceso de integración y que decidieron suspender, en el 

marco del Protocolo de Ushuaia sobre Compromiso Democrático del Mercosur, 

el derecho de ese país a participar en sus órganos” (Instituto de Políticas 

Públicas en Derechos Humanos Mercosur, 2012 y Mercosur, 2012).  

 

Una vez aplicada la sanción, los miembros del Mercosur también deben ejercer sus 

deberes según lo dicta el artículo octavo del Protocolo de Ushuaia el cual indica que “los 

presidentes de las partes en su defecto los Ministros de Relaciones Exteriores, en conjunto con el 

Consejo del Mercosur interpondrán gestiones diplomáticas para promover el restablecimiento del 

orden democrático y constitucional y el legítimo ejercicio del poder…”. Hay que tener en cuenta 

que cualquier medida debe ser adoptada en consenso. 

 

Cabe resaltar que, durante esa misma cumbre, tras la suspensión de Paraguay, se resolvió 

el ingreso de Venezuela como miembro pleno del Mercosur, subrayando que su admisión 

permitiría promover el desarrollo integral, enfrentar a la pobreza y eliminar la exclusión social 

                                                                                                                                                       
MERCOSUR. b.- Cerrar de forma total o parcial las fronteras terrestres. Suspender o limitar el comercio, tráfico 
aéreo y marítimo, las comunicaciones y la provisión de 
energía, servicios y suministros. c.- Suspender a la Parte afectada del goce de los derechos y beneficios 
emergentes del Tratado de Asunción y sus Protocolos, y de los Acuerdos de integración celebrados entre las 
Partes, según corresponda. d.- Promover la suspensión de la Parte afectada en el ámbito de otras 
organizaciones regionales e internacionales. Promover ante terceros países o grupos de países la suspensión a la 
Parte afectada de derechos y/o beneficios derivados de los acuerdos de cooperación de los que fuera parte. e- 
Respaldar los esfuerzos regionales e internacionales, en particular en el marco de las Naciones Unidas, 
encaminados a resolver y a encontrar una solución pacífica y democrática a la situación acaecida en la Parte 
afectada. f.- Adoptar sanciones políticas y diplomáticas adicionales. 
Las medidas guardarán la debida proporcionalidad con la gravedad de la situación existente; no deberán poner en 
riesgo el bienestar de la población y el goce efectivo de los derechos humanos y libertades fundamentales en la 
Parte afectada; respetarán la soberanía e integridad territorial de la Parte afectada, la situación de los países sin 
litoral marítimo y los tratados vigentes. (Mercosur, 2011). 
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con el ánimo de conjugar a Suramérica; también se daría inicio del estudio para la adhesión de 

Ecuador. (Mercosur, 2012). 

 

A partir del nombramiento de la presidencia pro tempore de Brasil en el Mercosur a 

mediados del 2012, se tuvieron acciones más rigurosas en contra de Paraguay, como por ejemplo 

a no ser convocado a las reuniones de cualquier tipo dentro del bloque, como las reuniones de 

ámbito económico, social y cultural. La decisión de relegarlo trajo repercusiones; por medio del 

Ministro de Relaciones Exteriores,  José Félix Fernández Estigarribia, se solicitó un proceso 

excepcional para que se le reinstale los derechos que tiene como miembro del Mercosur. El 

reclamo, por un lado, se refiere al proceso por el cual fue suspendido, lo que lo exime de 

participar en acciones deliberativas del organismo, y por otro lado, a la declaración que incorpora 

a Venezuela como miembro pleno del Mercosur. (Díaz, 2013). 

 

Su argumento se basó en que la decisión fue tomada exclusivamente por los jefes de 

Estado de los países miembro y no a través del sistema jurídico con la que el Mercosur dispone. 

Según la defensa, "Es una decisión irregular y como tal, no conforme al ordenamiento de la 

entidad jurídica del Mercosur. Además, infringe fundamentalmente, el Tratado de Asunción de 

1991, el de Ouro Preto y los Protocolos, pues tal decisión fue dictada sin el consenso de los 

cuatro Estados Partes, es decir, sin la presencia del Paraguay" (Díaz, 2013). 

 

Por otro lado, la decisión de adherir a Venezuela como miembro pleno del Mercosur, al 

igual que en el anterior caso, fue tomada sin la participación de un miembro activo y fundador 

como lo es Paraguay. La defensa sostiene que conforme al derecho internacional, a los deberes y 

derechos de Paraguay como encargado del Protocolo de Adhesión, no pueden verse afectado por 

sanciones o suspensiones para participar en órganos del Mercosur. (Ministerio de Relaciones 

Exteriores de Paraguay, 2012). 

 

 6.4.2. Posición de Unasur frente a la caída presidencial de Fernando Lugo en 2012. 

El rol de la Unión de Naciones Suramericanas (UNASUR) inició antes de la propia destitución 

de Fernando Lugo. En ese sentido, la injerencia del organismo multilateral en el conflicto 

paraguayo aconteció el 15 de junio de 2012 en donde los Estados miembro reaccionaron para 
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criticar la ausencia del debido proceso y el corto tiempo que se le daría para defenderse de las 

acusaciones que se le imputaban, por ello, se acordó una misión de cancilleres a Paraguay, a fin 

de analizar la crisis creada y bajo el marco del espíritu establecido en la cláusula democrática del 

bloque, con el objetivo de garantizar y respetar la institucionalidad y la democracia por el cual se 

deben. (Paraguay.com, 2012).  

 

La intervención como tal se dio el 21 de junio de 2012, un día antes de que el Congreso 

paraguayo decidiera enjuiciar a Lugo. De esta manera, el presidente paraguayo decidió recurrir 

ante la Unasur, con la intensión de que su influencia pudiera detener el juicio político el cual ya 

estaba en proceso. Ante la solicitud, la Unasur decidió enviar una misión integrada por el 

Secretario General del momento, el venezolano Ali Rodríguez Araque y ocho ministros de 

Relaciones Exteriores, con el objetivo de verificar que el Congreso respetara los procesos legales 

e intentar que el juicio político no procediera. En ese sentido, la delegación realizó una serie de 

reuniones con los delegados que encabezaron el juicio político, con el vicepresidente opositor, 

Federico Franco, con congresistas y autoridades civiles para determinar y reconsiderar el proceso 

de impeachment. (Kersffeldm, 2013). 

 

El logro de la comisión es que fue considerado como un actor legítimo durante el 

proceso; sin embargo, la solicitud de la Unasur de garantizar el debido proceso hacia Lugo no 

fue aceptada por la oposición, debido a que consideraron que la delegación enviada tuvo 

actitudes más opresivas que mediadoras, dado que calificaron el proceso como un “golpe de 

Estado institucional” sin antes haber hecho la respectiva indagación de los hechos, lo que no fue 

bien visto por el gobierno. Finalmente, la influencia de la Unasur no pudo ser eficaz, y la 

decisión de deponer a Fernando Lugo de la presidencia sería efectiva. (Amigo, 2017). 

 

 Dado que no se pudo disuadir a Paraguay de retrotraer la decisión de destituir a Fernando 

Lugo de su cargo, mediante la cumbre conjunta de Unasur-Mercosur celebrada en Mendoza, 

Argentina en el año 2012, se decidió “suspender al país de participar en los órganos e instancias 

de la Unión y promover la suspensión de ese Estado en los foros de diálogo e integración política 

de la región; sin imponer otras sanciones de tipo diplomático o económico” (Amigo, 2017, p. 

142) hasta tanto no se restableciera el orden democrático, puesto que, tras la visita, se evidenció 
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la falta de garantías hacia Lugo y una clara violación del derecho al debido proceso (Kersffeldm, 

2013). 

 

 La sanción en contra de Paraguay daría efecto hasta las siguientes elecciones en ese país, 

es decir, hasta el año 2013 siempre y cuando se restablecieran los órdenes democráticos 

(Guerrero, 2012). Entre tanto, al tiempo que se daba la crisis interna, su presidencia pro tempore 

daba por terminada en la Unasur, por lo que Perú asumiría ese cargo. 

 

 La reacción de Paraguay, por su parte, fue arremetiendo contra el organismo multilateral 

así como los países que lo controlan. En ese sentido, la cancillería denunció que la suspensión 

había sido adoptada al margen de los fundamentos propuestos en el Tratado Constitutivo de 

Unasur, por lo que la decisión había sido tomada sin algún sustento jurídico. Según la cancillería 

paraguaya, “ninguna norma vigente autoriza a excluir a un Estado miembro, o sus representantes, 

de las reuniones de Unasur", por lo que el Gobierno paraguayo "exige que se señale 

concretamente la disposición que le sirvió de fundamento". (Última hora, 2012). 

 

 Además, afirmó que en Paraguay no se dio ninguna ruptura al orden democrático e instó a 

la comunidad internacional de revisar el procedimiento que fue utilizado según la cancillería bajo 

emociones políticas, lo que desvirtúa el Tratado Constitutivo de Unasur convirtiéndolo en 

ilegítimo.  Es por ello que el gobierno evaluaría la eventual continuidad en la Unión de Naciones 

Suramericanas. (Última hora, 2012). 

 

 A vísperas de las elecciones presidenciales en Paraguay (2013), integrantes del Alto 

Nivel de Unasur y miembros del Consejo Electoral del mismo bloque, liderados por el jefe de 

misión, el peruano Salomón Lerner en representación de la presidencia pro tempore del Perú, 

llego a ese país gracias a la invitación que le hizo el Tribunal Superior de Justicia Electoral. Sin 

embargo, las relaciones entre Paraguay y Unasur no eran las mejores, puesto que su presidente 

Federico Franco los había acusado de intervencionistas (Listín Diario, 2012), y por ende, se le 

negaría la inmunidad diplomática a esa misión observadora que estaba conformada por 50 

expertos y que se habían desplegado por todo el territorio. 
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 Según el informe del Tribunal Electoral, además de la Unasur, un total de 313 

observadores que representaban a 12 organizaciones internacionales y un “plan antisabotaje” 

dirigido por el tribunal superior de justicia electoral garantizaron su presencia en las elecciones 

paraguayas. Se trataba de las primeras elecciones a celebrar después del impeachment por lo que 

el desarrollo de los comicios debía realizarse con la mayor seguridad y vigilancia posible 

(Juventud Rebelde, 2013).      

 

 Las elecciones paraguayas celebradas en  2013, habían sido esperadas por toda la región, 

así como sus resultados. Se tuvo una participación del 68.52% en donde tuvo como ganador a un 

miembro del partido Colorado, Horacio Cartes, quien logró el 45.83% de los votos, mientras que 

Efraín Alegre, representante del partido Avanza País y su más cercano competidor, el 36.92%. 

Por otro lado, el partido al cual pertenecía Lugo obtuvo una votación que equivalió al 3.30% de 

los votos, según datos del Tribunal Superior de Justicia Electoral (2013). 

 

 Con base al desarrollo de las elecciones y al seguimiento de las mismas por parte de los 

integrantes de la misión electoral de Unasur, Alejandro Trujillo, Coordinador General del grupo 

enviado, recomendó la reincorporación activa de Paraguay al bloque, ya que no existió ninguna 

anomalía durante la jornada electoral y las calificó como justas, limpias y transparentes. Otro 

factor que se detalla es la aplicación de tecnologías biométricas para evitar la sustitución de 

votantes, así como algunas modificaciones en la legislación electoral. 

 

 Trujillo concluye que las misiones de observación no son recetas que determinan el 

mejoramiento per se de una elección, puesto que cada método electoral esta ceñido tradiciones 

culturales y a diferentes características que determinan el actuar de dichos procesos. Agrega que 

ninguna especificidad que se sugiera le resta legitimidad a las elecciones realizadas, solo 

pretende dar fuerza a un sistema que ya está institucionalmente capacitado. (Tribunal Superior de 

Justicia Electoral, 2013). 

 

 Una vez el orden democrático fue establecido, Paraguay pudo retornar a la Unión de 

Naciones Suramericanas con plenos derechos. Su primera aparición a nivel regional fue el 30 de 

agosto de 2013 en la VII Reunión Ordinaria de Jefes y Jefas de Estado y de Gobierno 



39 

 

desarrollado en Paramaribo (Surinam). Dicha cita fue el debut de Horacio Cartes como 

presidente de Paraguay, quien asumió su cargo el 15 de agosto de 2013. Sin embargo, la 

situación en el Mercosur es un poco más compleja debido a la adhesión de Venezuela al bloque. 

Según el tratado constitutivo del Mercosur, “cada nuevo ingreso al bloque debe decidirse por 

unanimidad de sus miembros”, ley que no se cumplió debido a la sanción impuesta, es por ello 

que tanto el gobierno de Franco como el de Cartes, han defendió el derecho a la soberanía y a los 

tratados internacionales, en ese sentido y a pesar del levantamiento de la sanción, Paraguay no 

volvió de forma inmediata al Mercosur puesto que su reclamo respecto al derecho internacional 

no estaba satisfecho. Horacio Cartes reconoció dicha dificultad jurídica y aclaró que la 

incorporación de Venezuela se arreglaría con el tiempo y que esto ayudaría al fortalecimiento de 

las relaciones bilaterales. (Oviedo, 2013).  

 

 Desde la perspectiva del neoinstitucionalismo liberal y a pesar de que la situación pudiera 

entenderse como una crisis de política interna, la participación y mediación de los organismos 

regionales como Mercosur y Unasur en Paraguay se evidenció en el momento en que 

intervinieron política y jurídicamente la decisión del Congreso de sacar del cargo a Fernando 

Lugo. El actuar de dichos entes internacionales estuvo reflejado principalmente por el respeto a 

las convenciones internacionales que Paraguay había aceptado al momento de adherirse pero que 

sin embargo rechazó al momento de realizar su defensa, por lo que se puede deducir que la 

institucionalización de la política regional ejerció un efecto significativo en el comportamiento 

del Estado, dado que cumplió los requerimientos para ser nuevamente aceptado en los 

organismos a pesar de tener la autonomía de no regresar. 

 

 Por otro lado, según el neoinstitucionalismo, el sistema internacional es descentralizado, 

ya que todos los Estados son iguales por lo que no puede imponerse uno sobre otro, y anárquico 

ya que no hay una autoridad común que pueda controlarlos. Es por ello que las instituciones 

internacionales son medios para que los Estados puedan cumplir sus intereses, y en ese sentido, 

tanto el Mercosur como la Unasur fueron el medio para que Brasil, a través de su influencia en la 

región, pudiera influenciar a los otros miembros de esas organizaciones para suspender a 

Paraguay, un país que si bien tenía un presidente de izquierda, su Congreso era de derecha y que 

incumplía con los acuerdos internacionales. 
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 Si bien el Mercosur y la Unasur fueron fundadas sobre una cultura, intereses y reglas en 

común, entre otros, la realidad que mostró Paraguay fue valorar los intereses nacionales sobre los 

regionales en el sentido en que obvió los tratados a los cuales estaba adscrito, en ese sentido se 

podría decir que la suspensión fue derivada de actitud anárquica, ya que según sus argumentos, 

el impeachment se podía realizar pues estaba reglamentado en la constitución y que le permitía 

actuar soberanamente. Sin embargo, hay que tener en cuenta que ser parte de una sociedad 

internacional si bien no justifica una subordinación tampoco lo escuda frente a la desobediencia 

frente al sistema 

 

6.5. Contexto histórico de Brasil anterior al impeachment. Las elecciones 

presidenciales para el 2010 representaron su sexta edición desde el retorno a la democracia y han 

sido protagonizadas por dos partidos políticos, el Partido de la Social Democracia Brasileña 

(PSDB) y el Partido de los Trabajadores (PT). Durante el gobierno de Luiz Inacio Lula da Silva, 

Dilma Rousseff ejerció dos puestos, ministra de Minas y Energía y ministra de la Casa Civil tras 

el escándalo de mensalão18 (López, Miranda, Valenzuela-Gutiérrez 2013). Su inicio en la 

política se dio a partir de los movimientos activistas en contra de la dictadura militar de João 

Goulart, pasando por las Secretarías de Hacienda de Porto Alegre (1985-1988), Secretaría de 

Minas, Energía y Comunicaciones del Estado Río Grande del Sur (1993-1994 y 1998-2000); 

ingresa al Partido de los Trabajadores e inicia su carrera como ministra de Minas y Energía y jefa 

del Gabinete del presidente Lula (Moraes-Pinheiro, 2014, p.2). Tras la finalización del mandato 

presidencial, el rol de Lula fue muy importante para la designación de Dilma como candidata 

ante el partido de los trabajadores, puesto que se quería continuidad, siendo finalmente ratificada. 

Su competidor fue José Serra, quien tenía mayor experiencia en el campo electoral, puesto que 

había participado en las elecciones de 2002. 

 

Dilma Rousseff obtuvo una votación del 46.2% en primera vuelta y 56.1% en la segunda 

vuelta, convirtiéndose en la primera mujer presidenta del país. Pero hay que tener en cuenta que 

                                                
18 Proceso judicial que investigó la supuesta compra ilegal de votos en el Congreso durante el primer gobierno de 

Lula. El escándalo estalló en 2005 cuando un congresista acusó públicamente al gobernante Partido de los 

Trabajadores (PT) de haber pagado desde 2003 el equivalente a US$10.000 mensuales a aliados políticos para 

asegurarse sus apoyos. (BBC, 2013). 
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Lula estuvo en todo el proceso electoral y tuvo una gran influencia en el momento de construir la 

coalición que fue integrada por siete partidos19. Dicha coalición estuvo representada en los 

resultados de las elecciones legislativas con un 63.2% para la Cámara de Diputados y en 66.7% 

para el Senado Federal. Por lo tanto, de las 37 carteras ministeriales, 17 fueron del PT (45.9%), 

lo que evidenció la supremacía de este partido en el gobierno y en las elecciones (López, 

Miranda, Valenzuela-Gutiérrez, 2013; Melo y Santos, 2013).  

 

Para 2010, Brasil era considerado un país con proyección y aún más si se tiene en cuenta 

que hubo una ralentización económica de las grandes potencias. Su tasa de crecimiento fue de 

7.5%, ubicándose como la séptima potencia mundial. Para esta época Brasil logra su 

consolidación económica en los mercados internacionales, generando un ambiente de estabilidad 

en la nación. El crecimiento del 14% en el empleo, así como el aumento de los salarios en un 

53% y la implementación de grandes programas sociales reducen la desigualdad. Brasil paga 

también la deuda externa ante el Fondo Monetario Internacional (FMI), entre otros logros 

(Escandón, 2011). 

 

Dilma Rousseff recibió un país fuerte en aspectos económicos y sociales, la continuación 

y mejoramiento de las políticas ejercidas por Lula da Silva, más el fortalecimiento institucional y 

democrático, acompañado de una política internacional que favoreciera el multilateralismo, 

fueron las banderas de la nueva jefe de Estado (Escandón 2011). Sin embargo, cabe resaltar que, 

desde sus inicios como presidenta de Brasil, existieron graves situaciones de gobernabilidad que 

se hicieron notar a través de las constantes protestas debido a la falta de resultados en materia 

social, sumado a las acusaciones por tráfico de influencias de su ministro de Gabinete y jefe de la 

Casa Civil, Antonio Palocci, lo que generaron un gobierno con poca credibilidad, añadido a la 

falta de carácter a la hora de afrontar estos problemas (Escandón, 2011).  

 

Desde el primer periodo presidencial, los casos de corrupción empezaban a vislumbrarse. 

Siete ministros fueron removidos20, lo que vio afectado la coalición del gobierno por las cuotas 

                                                
19 Partido de los Trabajadores, Partido del Movimiento Democrático Brasileño, Partido Socialista Brasileño, Partido 

Democrático Laborista, Partido Progresista, Partido de la República y Partido Comunista Brasileño (Melo y Santos, 

2013). 
20 “Fueron sustituidos los ministros de Agricultura y Turismo (PMDB); Casa Civil (PT); Trabajo (PDT); Deportes 
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de poder en esos ministerios. Sin embargo, la imagen de Dilma Rousseff no se vio afectada ya 

que actuó en forma rápida, demostrando a la población total intolerancia hacia la corrupción 

(Melo y Santos, 2013).  

 

Los casos de corrupción continuaron en 2012: el arresto de empresarios bajo la acusación 

de estar involucrados en crimen organizado, corrupción política y jogo do bicho21; la destitución 

de senadores (como el caso de Demóstenes Torres que era considerado uno de los políticos más 

éticos); la desarticulación de un grupo que explotaba máquinas traga monedas que terminó 

involucrando directamente en los gobiernos de Goiás y Distrito Federal, representados por el 

partido oficialista y el PSDB respectivamente; la compra de votos para saldar compromisos 

asumidos por el PT frente a otros partidos; el lavado de dinero, fraude, evasión y asociación 

ilícita, fueron el talón de Aquiles en el gobierno de Rousseff. (Melo y Santos, 2013). 

 

El incidente marcó políticamente al Partido de los Trabajadores, tanto al interior de este 

como en el escenario político. Externamente no supo dar explicaciones, se conformó solo con el 

juicio político por lo que el partido no solo perdió políticos experimentados, sino también la 

capacidad de articular un discurso en el ámbito de lo ético. Esto contribuyó a que sus adversarios 

utilizaran el suceso como arma política en el entendido de que el PT era el primer partido en 

tener a sus representantes encarcelados por corrupción (Melo y Santos, 2013). 

 

Las elecciones presidenciales para el mandato 2014-2018 contaron, además de la elección 

del jefe de Estado y de su vicepresidente, con el sufragio a 27 gobernadores de los departamentos 

y sus respectivos vicegobernadores, 513 diputados por la cámara de representantes, 81 senadores 

y 1059 legisladores para el parlamento de todos los departamentos (Krsitin y Zempoaltécalt, 

2014). Una de las particularidades de éstas votaciones, fue el hecho de que el 38.6% del total de 

los escaños para la elección del Congreso, estuvo representado por personas que nunca habían 

ejercido un mandato en la cámara federal, esto es, 198 diputados nuevos (Fernández, M; 

Carvalho, E y Rocha, E, 2015). 

 

                                                                                                                                                       
(PC do B); Ciudades (PP) y Transportes (PR), El Ministro de Defensa (PMDB) fue removido por “excesos verbales” 

(Melo y Santos, 2013, p57). 
21 El jogo do bicho, es un tipo de juego de azar ilegal practicado en Brasil (Melo y Santos, 2013). 
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Estas últimas elecciones confirmaron una tendencia, el PT y PSDB han sido los únicos 

partidos en participar de todas las carreras presidenciales y en llegar también a segunda vuelta. 

Otra tendencia es que las elecciones se convierten en la práctica en bipartidistas por el poderío 

con el que estos dos partidos cuentan. (Limongi y Cortez, 2010: 22 citado en Fernández, M; 

Carvalho, E y Rocha, E, 2015). 

 

Por otro lado, para el electorado brasileño los partidos o las propuestas pragmáticas 

poseen poca significación, puesto que las estrategias de difusión política hicieron que se diluyese 

esa diferenciación política debido a que se basaba esencialmente a partir del carisma del 

candidato, con lo cual se imposibilita generar diferenciaciones más profundas.                                                                                                            

Es por ello que la herencia política es sumamente importante en este juego de la elección, así 

como la polarización ideológica; es decir, no existe una distinción ideológica a la hora de hacer 

coaliciones. En el caso del PT, por ejemplo, además de tener alianzas con partidos afines como el 

Partido comunista de Brasil y el Partido del Movimiento Demócrata Brasileño, también lo hace 

con partidos de derecha como lo es el Partido Progresista, el Demócrata y los evangélicos 

(Fonseca, 2015).  

 

Al no haber una diferenciación política, tampoco la hay a la hora de hacer propuestas 

profundas; es decir, se revelan más los intereses de los candidatos que una propuesta 

consensuada por la coalición, los debates son estructurados y mediatizados finalmente desde esta 

óptica. Por eso es muy poco probable que se muestre algún contenido programático coherente 

(Fonseca, 2015).  

 

En las elecciones presidenciales de 2014, el contexto estuvo rodeado de diferentes 

eventos que hicieron que el escenario político fuera volátil y poco previsible. Una de las razones 

fue la muerte de uno de los candidatos presidenciales en un accidente aéreo. La muerte de 

Eduardo Campos, que hacia parte del Partido Socialista Brasilero (PSB), y que se ubicaba en el 

tercer lugar en la intención de voto (10%), según los sondeos de la encuestadora IBOPE, detrás 

de Dilma Rousseff (38%) y Aécio Neves (23%), afecta la campaña por el endoso de sus votos a 

otras campañas. Tras el hecho, el Partido Socialista designó a su fórmula vicepresidencial como 
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la principal candidata. Marina Silva22, que centró su discurso en la idea de una tercera vía tras los 

desaciertos de los anteriores mandatos, propuso un cambio en la política y en el modelo de 

desarrollo de Brasil. Con su estrategia logró disputar el segundo lugar con Aécio Neves, pues 

estaba captando la atención de alrededor de 140 millones de personas indecisas (Sánchez y 

Lewit, 2014; Moraes-Pinheiro, 2014; Riberio, Vizoná, Leine Cassotta, 2016).  

 

Buena parte del escenario cambiante durante el marco de las elecciones presidenciales de 

2014 obedeció al descontento popular contra la administración Rousseff, sobre todo por el gasto 

excesivo (11 mil millones de dólares) para albergar el mundial de fútbol junto con los escándalos 

de corrupción que rodearon a algunas personalidades políticas del partido oficialista y por el bajo 

crecimiento económico durante 2012 (0.9%) y 2013 (2.5%). Sin embargo, se mantiene la lucha 

contra la pobreza y contra la pobreza extrema que han llegado a su mínimo histórico del 21%. A 

pesar de ello, se evidenció un repunte del PSB. Lo que se consideraba como una reelección sin 

contratiempos, acabó en una atmósfera llena de interrogantes que terminaría con unas elecciones 

muy reñidas, ya que en el resultado final hubo una diferencia de tres puntos porcentuales como 

se muestra en la tabla (Anexo 1) (Riberio, Vizoná, Leine Cassotta, 2016; Moraes-Pinheiro, 

2014).  

 

A pesar de la derrota del Partido Socialista Brasilero, los resultados confirmaron el 

fortalecimiento de la oposición en los últimos años. Animado por esto, el PSB se mantuvo en un 

estado de campaña constante, en donde pidió la verificación del resultado de las elecciones que 

amenazaba al país en ponerlo en una situación de incertidumbre institucional (Riberio, Vizoná, 

Leine Cassotta, 2016). 

 

                                                
22 Fue militante del Partido de los trabajadores y sirvió como ministra de Medio Ambiente durante el gobierno de 
“Lula” da Silva. Abandonó el partido en 2009 porque se incluyó a la Amazonía en el Plan Nacional de Aceleración 
de Crecimiento sin tener en cuenta la opinión o posición de ella. Se afilió al Partido Verde y fue candidata en el 
2010 para la presidencia con una votación del 19.8% (en las últimas elecciones obtuvo 21.32% de los votos), 

superada por Rousseff y José Serra. Su apoyo en la segunda vuelta fue decisivo para que Rousseff lograse la 

presidencia en 2010 (Moraes-Pinheiro, 2014, p.6) 
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  El Partido de los Trabajadores, lideró la coalición “Para que Brasil siga cambiando” con 

otros ocho partidos políticos23; El programa, con miras a la reelección de Dilma, estaba 

conformado por tres ejes; el eje social, considerando la continuidad del Plan Bolsa Familia24 

acompañado de un modelo de desarrollo sustentable a través del fortalecimiento de políticas de 

microcrédito, lo que beneficiaría a la nueva clase media y generar mayor inclusión social y 

dinamismo económico, debido a la asociación del Estado y el sector privado; el eje económico, 

direccionado a la implementación de la reforma fiscal para darle total independencia al banco 

central, para ello, se debía fortalecer y ampliar el consumo de masas; el eje político, propuesto a 

hacer una reforma en donde haya un fondo exclusivo para la financiación de las campañas 

electorales con el propósito de fortalecer los grandes partidos. También se contemplaron varias 

propuestas para combatir la corrupción, entre ellas, calificarla como un crimen y no como una 

infracción; la creación de nuevas formas de confiscación de bienes adquiridos de forma ilícita y 

garantizar la agilidad y eficiencia en las investigaciones (Fonseca, 2015).   

 

Sin embargo, los temas principales de la campaña electoral fueron la integración regional, 

en donde Rousseff ratificó la adhesión a diferentes bloques regionales; la desaceleración de la 

economía; los casos de  Pasadena25  y Lava Jato26 en donde estuvo salpicada la presidenta por 

                                                
23 Partido del Movimiento Democrático Brasileño, Partido Social Democrático, Partido Progresista, Partido de la 

República, Partido Republicano del Orden Social, Partido Democrático Laborista, Partido Comunista de Brasil, 

Partido Republicano Brasileño” (Moraes-Pinheiro, 2014, p.2).                                    
24 es definido como “un programa de transferencia directamente para las familias pobres y extremadamente pobres, 

que vincula el recibimiento de auxilio financiero al cumplimiento de los compromisos (condicionalidades) en las 

áreas de educación y salud” (MDS, 2005:13 en Peixoto, 2013). Tiene cinco objetivos básicos: promover el acceso a 
la red de servicios públicos (salud, educación y asistencia social), promover la seguridad alimenticia y nutricional, 

combatir la pobreza, promover la inter-sectorialidad (Peixoto, 2015, p.162). 
25 En 2006, Petrobras pagó 360 millones de dólares por el 50% de la refinería de crudo en Pasadena, Texas (190 

millones de dólares por los papeles y 170 millones de dólares por el petróleo que estaba en Pasadena). El valor es 

muy superior al pagado un año antes por la belga Astra Oil por la refinería entera: 42,5 millones de dólares. El caso 

ganó repercusión porque quien presidía el Consejo de Administración de la estatal y por ende el aval a la operación 

fue la actual presidenta, Dilma Rousseff. Pestrobras y Astra Oil se desentendieron y por una decisión judicial a la 

estatal brasileña se le obligó a comprar toda la refinería que se adquirió por un costo 27 veces mayor de la inicial, es 

decir, 1.18 mil millones de dólares. (Globo, 2014) 
26“Red de corrupción que involucraba a personas de Partido de los Trabajadores y sus aliados, el PDMB y el Partido 

Progresista; se trataba de 16 empresas contratistas de diversos rubros que formaron un cartel para ponerse de 

acuerdo sobre quién ganaría cada licitación y a qué precio. Luego, los directivos daban el visto bueno a la 
“operación” y recibían una prima que fluctuaba entre el 1% y el 3% del valor total del contrato. Posteriormente parte 

de estos sobornos llegaban a operadores políticos, principalmente vinculados al Partido de los Trabajadores. Esto 

sucedió en plena campaña electoral, meses después de la finalización del Mundial de Futbol y casi significó la 

derrota de Dilma Rousseff en su reelección. Se estudia la posibilidad de que la campaña de Dilma Rousseff haya 

sido parcialmente financiada por fondos provenientes de estos hechos de corrupción” (Centro de Economía 

Internacional de Libertad y Desarrollo, 2015).  



46 

 

hacer parte de la junta directiva de Petrobras quien también estuvo relacionado en esos casos; 

inseguridad ciudadana; gastos en la organización del mundial de fútbol ligadas a las constantes 

protestas por el exceso gasto en las obras realizadas; políticas sociales como el sistema de 

pensiones y el programa de bolsa familia y mais mudancas; entre otros (Sánchez y Lewit, 2014, 

p. 5,6; Moraes-Pinheiro, 2014, p.2). 

 

En el 2015 se destapó una gran cantidad de escándalos de corrupción en donde se vieron 

involucrados la petrolera paraestatal Petrobras, la clase política, empresas privadas, personajes 

públicos, empresarios y legisladores federales. Dicho escándalo estalló en un momento en el que 

el país pasaba por la mayor contracción económica desde 1930 y una alta inflación 10.67% 

(World Wide Inflation Data 2015). La combinación de estas dos crisis sumado a las protestas por 

la baja calidad de los servicios públicos y el incumplimiento de las propuestas de campaña 

produjo la más alta impopularidad que ha tenido un presidente en Brasil desde 1992 con un 10% 

(Excelsior 2015). 

 

De este modo, la mayoría de sus aliados y fuerzas políticas como por ejemplo el Partido 

Socialista Brasileño (PSB), el Partido Democrático Trabalhista (PDT) y otros más importantes 

como el PMDB al cual pertenece el vicepresidente Michel Temer se alejaban de un partido que 

tenía una imagen desgatada y con un final de ciclo en el poder tras 14 años en la presidencia. 

Este aislamiento político sumado a la reprobación popular y el deterioro de los indicadores 

económicos minaron la credibilidad de Dilma convirtiéndola en un lame duck precoz27, debido a 

que las primeras semanas de su nuevo mandato ya generaba falta de liderazgo. Esto generó una 

ventaja para el partido opositor, el PSDB; así como una “venganza” por parte del presidente de la 

cámara Eduardo Cunha quien pasó a manipular la intención del impeachment como un recurso 

de chantaje contra el gobierno a cambio del proceso que se le tenía por sospechas de corrupción. 

Además del impeachment, el PSDB también era manejado por Cunha, por lo que tenía la 

capacidad de generar medidas contrarias a los intereses del gobierno y en ese sentido, Cunha 

logró excluir al PT del Colegio de Lideres, órgano que constituye la toma de decisiones dentro 

de la cámara. 

                                                
27 Término estadounidense para una persona que continúa en sus funciones después de ya elegido su sucesor, pero 

que queda sin poderes para la toma de decisiones (Riberio, Vizoná, Leine Cassotta, 2016; Van Dick, 2016). 
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 (Riberio, Vizoná, Leine Cassotta, 2016; Van Dick, 2016). 

 

La inmersión en la función pública de Michael Temer inició con el cargo de procurador 

administrativo en el Estado de Sao Paulo, de esta forma, Temer fue acercándose al mundo de la 

política en donde logró el ascenso a procurador jefe de la Empresa Municipal de Urbanismo de 

Sao Paulo; años más tarde se vinculó al Partido del Movimiento Democrático Brasileño. A partir 

de su militancia en el partido, sus cargos fueron ascendiendo en importancia, en 1983 el 

gobernador del Estado de Sao Paulo André Franco Montoro, designó a Temer como procurador 

general del Estado y un año más tarde como secretario de Seguridad Pública en donde tuvo 

importantes resultados como por ejemplo en la protección de las mujeres víctimas de violencia 

de género, crimines raciales, combate a la piratería y apuestas ilegales. 

 

En 1987, Temer se convierte en diputado de la cámara federal del Estado de Sao Paulo 

tras cubrir el espacio Tidei de Lima quien fuera secretario de Agricultura, de esta forma, Temer 

sería de miembro de la Asamblea Nacional Constituyente dándosele la oportunidad de exponer 

su oposición al modelo económico estatista.  

 

Sus avances y alianzas con grandes líderes brasileños lo llevaron a ser el presidente de la 

cámara de diputados desde 1997 hasta 2001. Después de cumplir sus periodos como congresista, 

Temer se postuló para comandar las líneas de su partido, logrando la jefatura ante su contendor 

Goiás Malilo Vilela.  

 

La victoria del Partido de los Trabajadores para las presidenciales de 2003 conllevó a 

Temer a realizar diferentes estrategias con el objetivo de conseguir puestos en el gobierno para 

su partido, ya que el PMDB quería ser indispensable en la gobernabilidad y estabilidad de Brasil. 

El apoyo de los partidos de derecha y el apoyo de Temer a Rousseff en las presidenciales de 

2010 rectificó el éxito de la izquierda en el poder, y en ese sentido, su victoria catapultó a la 

derecha para hacerse más visible en un contexto político donde era minoritario.  

 

En las elecciones de 2014 la alianza Rousseff – Temer continuó, sin embargo, la 

percepción de agotamiento de los dos partidos sumado a la baja popularidad y los casos de 



48 

 

corrupción zanjaron la ambigüedad de Temer rompiendo con Rousseff y convirtiéndose en 

presidente en 2015 (Zárate, 2016). 

 

  6.6. Motivos que influyeron la destitución de Dilma Rousseff en la presidencia 

de Brasil en 2016. Los casos de corrupción que se revelaron durante 2015 y 2016 con la 

operación Lava Jato derivaron en el arresto preventivo de varios ejecutivos de compañías de 

construcción y la investigación a políticos sindicados de participar en sobornos y desvío de 

dinero en el caso de Petrobras. Luiz Inacio Lula da Silva también se vio implicado y se le acusó 

de “blanqueo de dinero mediante ocultación de patrimonio y falsedad documental”. 

 

Después de que se le informara a Lula su solicitud de detención, Rousseff lo nombró su 

ministro de la Casa Civil con el fin de otorgarle protección a través del fuero judicial especial y 

evitar su arresto, sin embargo, su designación fue suspendida por estar investigado por los casos 

de corrupción. 

 

“Numerosos analistas han considerado este nombramiento como   uno de los mayores 

errores políticos de la presidenta, mientras que sus detractores la acusan de obstruir a la justicia 

impidiendo que continúe con la investigación. Algunos de los partidarios del Partido de los 

Trabajados y de la permanencia del gobierno actual también creen que podría considerarse una 

estrategia de la jefa de Estado para favorecerse de la amplia base social que aún apoya a su 

antecesor” (González, 2016, p.3)  

 

Tras el fallo del juez Sérgio Moro de la anulación a Lula da Silva, el Supremo Tribunal 

Federal asumió la investigación del exmandatario por medio del magistrado Teori Zavascki, 

quien es el encargado de investigar a los implicados del caso Petrobras. Ante ese panorama, la 

percepción de desgaste político del Partido de los Trabajadores (PT) sería mucho mayor, por ello 

la designación de Lula se realizó de manera informal para que de esta manera pueda ejercer su 

verdadero rol de conseguir votos para evitar el juicio político especialmente del Partido 

Movimiento Democrático Brasileño (PMDB) quien fuera aliado en la campaña electoral, no 

obstante su estrategia se vio truncada puesto que el PMDB había tomado la decisión de separarse 

del gobierno debilitando así la posición de Rousseff en la presidencia (González, 2016). 
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Tres meses después de haber iniciado su segundo mandato, Dilma Rousseff presenció las 

primeras protestas en donde alrededor de 1.7 millones de brasileños exigieron el juicio político y 

su destitución. De acuerdo con Datafolha el instituto brasileño de investigación, es la presidenta 

de mayor impopularidad llegando al 71% de desaprobación. Se le responsabiliza de haber 

encabezado el presunto desvío de fondos dentro de Petrobras y que en parte fueron 

redireccionados a los fondos secretos reservados para los partidos políticos principalmente al 

partido oficialista que ascendieron a 3.700 millones de dólares. Es uno de los momentos más 

difíciles del gobierno, pues también se le investiga por la presunta inclusión de dineros 

provenientes de Petrobras en la campaña electoral, y por otra parte, a la violación de la ley de 

responsabilidad fiscal derivada, según Soto y Watts en (Centro de Estudios Internacionales 

Gilberto Bosques, 2015), “del retraso sistémico de los pagos a los prestamistas estatales de 

14.800 millones de dólares, a fin de emplear este dinero para el financiamiento de programas 

sociales como el seguro del desempleo. Este atraso en los pagos disfrazó el balance fiscal, 

haciendo parecer, contra la realidad, que las cuentas nacionales eran saludables, y mostrar así 

que el gasto público no era tan alto” (Centro de Estudios Internacionales Gilberto Bosques, 2015, 

p.3) y según la Constitución Federal28 el incumplimiento del presidente sobre algún acto judicial 

es razonamiento para enjuiciarlo. 

 

Por esto, el Tribunal de Cuentas, que es el encargado de la revisión de las finanzas 

públicas y la contabilidad fiscal del Estado, tomó la decisión de extender el plazo para que el 

gobierno aclarara la situación financiera, con el agregado que el Supremo Tribunal Federal, el 

órgano encargado de salvaguardar las leyes constitucionales, determinó que las cuentas de la 

administración Rousseff también debían ser examinadas por la dos cámaras del Congreso y no 

sólo por la cámara baja, como antes se había mencionado. 

 

                                                
28 “Constituyen delitos de responsabilidad los actos del Presidente de la República que atenten contra la Constitución 

Federal y, especialmente contra:  I) la existencia de la Unión; II) el libre ejercicio del Poder Legislativo, del Poder 

Judicial, del Ministerio Público y de los Poderes constitucionales de las unidades de la Federación; III) el ejercicio 

de los derechos políticos, individuales y sociales; IV) la seguridad interna del País; V) la probidad en la 

Administración; VI) la ley presupuestaria; VII) el cumplimiento de las leyes y de las decisiones judiciales. Parágrafo 

único. Esos delitos serán definidos en ley especial, que establecerá las normas de proceso y enjuiciamiento. 
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Lo anterior fue un obstáculo para los planes del presidente de la Cámara de Diputados, 

Eduardo Cunha, que junto con la oposición tenían la intención de rechazar cualquier balance 

financiero a fin de someter a Rousseff al juicio político. Renan Calheiros, presidente del Senado, 

dificultó tal plan al considerar que ese proceso afectaba la estabilidad democrática del país 

(Centro de Estudios Internacionales Gilberto Bosques, 2015).  

 

Al bajo apoyo político recibido a Dilma, se le suma una clara muestran de impopularidad. 

Después de las manifestaciones ocurridas el entre el 17 y 20 de marzo de 2016, la encuestadora 

CNI-Ibope logró obtener los siguientes datos: 

 

“El 69 % de los brasileños desaprueba el gobierno de la presidenta 

Rousseff, mientras que el 80 % no confía en ella. De acuerdo con este estudio, 

el 69 % también considera al gobierno como pésimo o malo. La cifra se 

mantiene estable en comparación con la encuesta realizada en 2015 por la 

misma casa. Un dato que se debe resaltar es que el 87 % de las personas que 

cuentan con educación superior desaprueba la gestión de Dilma Rousseff. Por 

otra parte, sólo el 10 % de la población aprueba el gobierno de la presidenta, 

considerándolo bueno u óptimo, mientras el 19 % lo considera regular. En este 

sentido, la encuesta anterior daba una aprobación de 9 %, mientras el porcentaje 

de personas que consideraban la gestión regular era de 20 %. A su vez, el 80 % 

de los brasileños dicen que la segunda gestión de la presidenta es peor que la 

primera.” (González, 2016, p.5) 

 

A pesar de las grandes movilizaciones, éstas no representaron un peligro real para el 

ejecutivo, pero sí la pérdida del apoyo de varios partidos políticos y al ya no ser un partido 

mayoritario en el Congreso las probabilidades de del juicio político aumentaban, por lo que 

dependía de lo que pudiera hacer el PT en el Congreso. (González, 2016). 

 

El debilitamiento político continuaba para Rousseff y su bancada, tanto el Partido 

Movimiento Democrático Brasileño (PMDB) como el Partido Republicano Democrático (PRD) 

decidían separase del gobierno a pesar de tener cargos en el gabinete presidencial, además de su 
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vicepresidente Michel Temer (PMDB), pero al mismo tiempo, esa decisión les podría favorecer a 

futuro si la destitución contra Rousseff se daba, puesto que su reemplazante directo sería el 

vicepresidente de turno29. Como efecto dominó, los partidos progresistas de la coalición podrían 

animarse a hacer lo mismo. A pesar del aislamiento aun cuenta con el apoyo del Partido 

Comunista de Brasil (PCdoB, por sus siglas en portugués), el Partido Socialismo y Libertad 

(PSL), y posiblemente el Partido Democrático del Trabajo (PDT) (González, 2016). 

 

A pesar de las presiones y del debilitamiento que estaba teniendo Rousseff, ésta se 

negaba a dejar el cargo declarando que el proceso no era legítimo puesto que había sido elegida 

mediante el voto popular e iría en contra del mandato del pueblo. A la par, su principal opositor 

el Partido de la Social Democracia brasileña (PSDB) presentó cuatro acciones ante el Tribunal 

Superior Electoral para que sean esclarecidos los gastos de la campaña de Rousseff. Si se llegara 

a presentar alguna irregularidad en dicha investigación, este ente podría tener la potestad de 

invalidar las elecciones, lo que obligaría a unas nuevas (González, 2016). 

 

Poco a poco la idea del impeachment tomaba fuerza tanto en la población como en la 

clase política. Eduardo Cunha, que estaba afiliado al Partido del Movimiento Democrático 

Brasileño (PMDB), empezó a reducir parlamentariamente la agenda de Rousseff que 

paulatinamente estaba quedando limitada para gobernar, de esta forma Cunha fue adquiriendo 

más relevancia y poder dentro del gobierno, esta batalla de egos hizo que Dilma lo enjuiciara por 

presuntamente tener cuentas bancarias en Suiza por lo que como acto de represalia Cunha 

promocionó con mayor fuerza el impeachment.  Dueño de la Cámara de diputados, Cunha utilizó 

el poder que le confiere archivar o no juicios políticos para utilizarlo a su favor a debilitar la 

credibilidad de Rousseff (Breda, 2016). 

 

Hay que tener en cuenta que el juicio político que se le realizó a Dilma Rousseff no fue 

por su participación en el caso de Petrobras, sino por “crimen de responsabilidad” tras haber 

manipulado cuentas públicas. De esta forma, el 10 de abril de 2016, el Congreso aprobó el juicio 

                                                
29 Substituirá al Presidente, en caso de impedimento, y lo sucederá en el de vacante el Vicepresidente. Parágrafo  
único:  El  Vicepresidente  de  la  República  además  de  otras  atribuciones  que  le  fuesen  conferidas  por  ley  
complementaria,  auxiliará  al  Presidente,  siempre  que  fuese  convocado por él para misiones especiales.” 
(Constitución política de la República Federativa del Brasil, 1988, art.85). 
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político contra Dilma Rousseff y el 12 de mayo se ese mismo año fue apartada del cargo durante 

180 días, tiempo permitido en que se le haría el juicio que sería dirigido por el presidente del 

Supremo Tribunal Federal, Ricardo Lewandowski. Durante ese tiempo, la presidencia estuvo 

presidida por el vicepresidente Michel Temer quien hacia parte del Partido Movimiento 

Democrático Brasileño, anterior aliado del PT y que como una de las primeras medidas, su 

nuevo partido ocuparía 6 de los 24 ministerios, disolviendo 6 carteras (Agñel, 2016).  

 

Como resultado del debilitamiento político tanto de la presidenta como de su partido, la 

propuesta del juicio político fue aprobada por votos de políticos con la que la presidenta había 

trabajado durante sus dos administraciones. Su defensa estaba basada en que dicho proceso era 

un acto de golpe de Estado por lo que juristas y otros personajes expresaron su apoyo a la 

presidenta  

 

El inicio del juicio político en contra de Dilma Rousseff se dio el 15 de noviembre 

cuando un grupo de juristas pidió a Cámara de Diputados dar inicio al mismo. La propuesta fue 

apoyada por el presidente de la Cámara Eduardo Cunha quien autorizó dicho proceso. 

 

El 8 de diciembre se instala una comisión especial para analizar las acusaciones 

formuladas en contra de Rousseff; sin embargo, el proceso se suspende por errores de 

procedimiento por parte de la cámara baja. Después del receso parlamentario, el 16 de marzo de 

reinicia el procedimiento del juicio político en contra de la presidenta con 65 diputados quienes 

estudiaron los argumentos que existieron en contra de Rousseff. 

 

Ante estas investigaciones, el vicepresidente Michel Temer como su partido (PMDB) 

declara su apoyo al juicio político, en respuesta a ello, Rousseff acusa a Temer de conspirar en 

contra de ella para expulsarla del poder; “La presidenta tardó en darse cuenta de que había 

pasado seis años gobernando el país al lado de un «traidor», término que usaría para referirse al 

vice en las vísperas del impeachment” (Breda, 2016, p16). Ante tantas adversidades el abogado 

general del Estado Eduardo Cardozo asume la defensa de Rousseff. Entre tanto, el instructor de 

la comisión especial Jovair Arantes presenta un informe argumentando el juicio político, dicho 

informe es aprobado con 38 votos a favor (27 en contra) y es enviado a la Cámara de Diputados 
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donde también es avalado con 367 votos a favor (137 en contra) y pasa a debate en el Senado 

que también lo aprueba con 55 votos a favor (22 en contra). 

 

Durante el proceso de aprobación del juicio político Temer realizó un tipo de campaña en 

las redes sociales para exponer sus propuestas, como por ejemplo, no recortar los programas 

sociales o beneficios a la sociedad. Era una señal definitiva de que era inevitable la destitución 

de Dilma. (Breda, 2016).    

 

Para aquellos quienes están a favor del impeachment en contra de Rousseff, el hecho de 

que ella haya faltado a la responsabilidad fiscal incurrió al artículo 36 de la Constitución30,  ya 

que hubo una contratación de crédito al banco federal sin el aval del Congreso, lo que conduce a 

una conducta dolosa por parte de la presidenta y que es una de las bases legitimas del juicio. 

(Medeiros y Moraes, 2016). 

 

Los créditos fueron utilizados por Rousseff como una maniobra llamada “pedaleadas 

fiscales” que es el uso del dinero de los bancos federales en programas de responsabilidad del 

Tesoro Nacional, esto es, el Tesoro reparte recursos a los bancos para la ejecución de programas 

de gobierno, sin embargo, dichos recursos fueron insuficientes por lo que a cada banco le 

correspondió utilizar recursos propios para mantener dichos programas en funcionamiento y ese 

dinero es reembolsado por el Tesoro. Dicha estrategia es considerada un crimen según la 

legislación brasileña porque la transacción da margen a fraudes, es decir, el banco tendría 

dificultades para cobrar la deuda y por ello podría valerse de dineros que pertenecen a titulares y 

                                                
30 Art. 36. El decreto de intervención dependerá: I) en el caso del artículo 39, IV, de la solicitud del Poder Legislativo 
e del Poder Ejecutivo coaccionado o impedido, o de requerimiento del Supremo Tribunal Federal si la coacción 
fuese ejercida contra le Poder Judicial; II) en el caso de desobediencia a una orden o decisión judicial, de 
requerimiento del Supremo Tribunal Federal, del Supremo Tribunal de Justicia o del Tribunal Superior Electoral; III) 
de la admisión por el Supremo Tribunal Federal de la petición del Procurador General 
de la república, en la hipótesis del Art. 34, VII; IV) de la admisión por el Supremo Tribunal de Justicia de la petición 
del Procurador General de la República en el caso de oposición a la ejecución de una ley federal;  
1. El decreto de intervención, que especificará la amplitud, el plazo y las condiciones de ejecución y que, si cupiese, 
nombrará el interventor, será sometido al examen del Congreso Nacional o de la Asamblea Legislativa del Estado, 
en el plazo de veinte y cuatro horas. 2. Si no estuviere funcionando el Congreso Nacional o la Asamblea Legislativa, 
se hará una convocatoria extraordinaria en el mismo plazo de veinte y cuatro horas. 3. En los casos del art. 34, VI y 
VII, o del art. 35, IV, dispensado el examen por el Congreso o por la Asamblea Legislativa, el decreto se limitará a 
suspender la ejecución del acto impugnado, si esa medida bastase para el restablecimiento de la normalidad. 4. 
Desaparecidos los motivos de la intervención, las autoridades apartadas de sus cargos volverán a ellos, salvo 
impedimento legal. 
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ahorradores. Para el gobierno estas prácticas eran aceptadas, puesto que, según la defensa de 

Rousseff fueron utilizadas por sus antecesores (Patu, 2016). 

 

Muestra de lo anterior es que durante 2013 y 2014, el Tesoro Federal a través de la 

aprobación de Dilma, inyectó a los bancos dineros por R$ 36 mil millones y R$ 52 mil millones 

respectivamente; durante el primer semestre del 2015 la acción habría sido de R$ 38 mil 

millones. Sin embargo, dichas maniobras fueron reprobadas por el Tribunal de Cuentas de la 

Unión (TCU), lo que significó que las “pedaleadas” fueron una maniobra que va en contra de las 

leyes fiscales y por lo tanto el proceso de impeachment se le puede dar continuidad (Medeiros y 

Moraes, 2016). 

 

Una interpretación contraria a la del Tribunal de Cuentas de la Unión, es la del Senador 

Acir Gurgacz quien presentó un dictamen favorable a la acción de Dilma. En su informé admite 

que las “pedaleadas fiscales” fueron irregulares, pero que no justifican un motivo que le 

constituya un crimen de responsabilidad fiscal, en otras palabras, las acciones de Dilma no se 

encuentran en la Ley de Responsabilidad Fiscal, por lo que no es un crimen; “No hubo 

contratación de crédito. Hubo un incumplimiento, un retraso en el pago del gobierno con 

respecto a los bancos, pero al final del año el saldo era positivo"  

 

Gurgacz explica que el TCU es un órgano de asesoramiento y que no necesariamente la 

decisión de ellos es posición unánime y que el informe fue aceptado por el Congreso fruto de una 

cuestión política más que técnica. (Oliveira, 2015). 

 

Por el contrario, uno de los alegatos a favor del impeachment es que la duración y el 

volumen de las “pedaleadas” fueron de mayor medida con respecto a las administraciones 

anteriores, además, ellos no realizaron “operaciones de crédito” sino “flujos de caja”, por lo que 

se puede percibir un criterio subjetivo a la hora de responsabilizar el crimen como un hecho 

violatorio de las leyes fiscales. (Medeiros y Moraes, 2016). 

 

La abogada y profesora de la Universidad de Sao Paulo, Janaina Conceicao Paschoal, 

dice que el pedido de crédito no es un delito en sí mismo; sin embargo, si se ejecuta sin previa 
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autorización legislativa y sin indicación de los recursos correspondientes lo convierte en una 

omisión de la ley. Hay que tener en cuenta que a pesar de haber obtenido créditos en 2013 y 

2014, estos no podían ser tomados en cuenta en el proceso por ser acciones realizada en otro 

mandato como lo expresa el artículo 86 de la Constitución31.(Medeiros y Moraes, 2016). 

 

Existen 6 decretos (Anexo 3) que demuestran que los créditos fueron destinados para lo 

anteriormente descrito y al ser una ley per se32 no había necesidad de autorización adicional del 

Congreso. El dinero utilizado vino de superávit financiero y exceso de recaudación, es decir que 

el origen de dicho dinero no iba en contra del artículo 167 de la Constitución, sin embargo, según 

el mismo artículo los decretos sí están condicionados a ser autorizados por el Congreso además 

del origen de los recursos. 

 

La Jurista Conceicao insiste en que el dinero destinado estaba previsto en la aprobación 

del presupuesto, la cuestión es que esos “nuevos dineros” provenían de ítems que el mismo 

Congreso desaprobó del presupuesto (Medeiros y Moraes, 2016). 

 

La denuncia también acusa al gobierno de alterar la meta fiscal definida para el 2015, esto 

es, el Congreso aprobó un presupuesto con un superávit de R$ 8.7 billones, pero dicho rubro fue 

modificado en diciembre de ese mismo año transformándolo en un déficit de R$ 119.9 mil 

millones en el que se incluía el pago de las “pedaleadas” (Medeiros y Moraes, 2016). 

 

De otro lado, para quienes apoyan a Dilma en contra del impeachment, han solicitado 

varios recursos de apelación alegando que la defensa en varias oportunidades ha sido cercenada. 

Según la defensa "diversos actos practicados por la Cámara de Diputados revelaron frontales 

agresiones a las garantías debidas a los acusados en cualquier ámbito de escrutinio, causando 

                                                
31Art. 86. Admitida la acusación contra del presidente de la República por dos tercios de la Cámara de los 

Diputados, será sometido a juicio ante el Supremo Tribunal Federal, en las infracciones penales comunes, o ante el 

Senado Federal en los casos de responsabilidad. 1. el presidente quedará suspendido en sus funciones: 58 I en las 

infracciones penales comunes, una vez recibida la denuncia o la querella por el Supremo Tribunal Federal; II en los 
delitos de responsabilidad después del procesamiento por el Senado Federal. 2. Si, transcurrido el plazo de ciento 

ochenta días, no estuviese concluido el juicio, cesará la suspensión del presidente, sin perjuicio del regular 

proseguimiento del proceso. 3. Entretanto no se dicte sentencia condenatoria, en las infracciones comunes, el 

presidente de la República no estará sujeto a prisión. 4. El Presidente de la República, durante la vigencia de su 

mandato, no podrá ser responsabilizado por actos extraños al ejercicio de sus funciones. 
32 Que está establecida en la constitución. 
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concretos e inaceptables perjuicios a la participación y defensa del impetrante”. En otras 

palabras, los demandantes afirman que el proceso sobrepasó los puntos de la denuncia aceptados 

que fueron los decretos de créditos suplementarios y la operación con el Banco de Brasil o 

“pedaleo” fiscal. 

 

Según el abogado defensor José Eduardo Cardozo, la inclusión de otros hechos incumple 

las reglas; para que la comisión especial de impeachment pudiera incluir otros hechos, un 

parlamentario debía recurrir a un nuevo recurso acusatorio, algo que no sucedió (Amorim, 2015). 

 

"La decisión del presidente Eduardo Cunha no pretendió, en la apertura 

de ese impeachment, el cumplimiento de la Constitución. No era ésta su 

intención. No fue ésta, objetivamente, su finalidad. Los hechos quedaron 

claros. Los hechos fueron evidenciados. Su Excelencia, el presidente Eduardo 

Cunha, usó su competencia para hacer una venganza y una represalia a la jefa 

del Ejecutivo, porque ésta se negó a garantizar en el Consejo de Ética, al que 

estaba sometido, los votos que su partido podría darle para que él no pudiera ser 

procesado en aquel momento. "- José Eduardo Martins Cardozo (Medeiros y 

Moraes, 2016). 

 

Todo indica que Eduardo Cunha, aceptó la solicitud de impeachment como represalia a la 

decisión del PT de votar en contra de él ante el consejo de ética por la quiebra de decoro 

parlamentario y por las revelaciones sobre cuentas secretas en Suiza, lo que lo conllevó a la 

aprobación del juicio político. 

 

Otro punto en el cual que se basó la defensa es que varios alcaldes y gobernadores 

también pudieron haber enfrenado juicios políticos, ya que ellos de igual forma hicieron decretos 

a créditos suplementarios. Cardozo asimismo argumenta, que dichos créditos no representaron 

algún aumento en el gasto, por lo que la meta fiscal no se vio alterada, además, por más que 

hubiera un crimen en la apertura de créditos suplementarios, la responsabilidad no podría haber 

caído en la presidenta puesto que existe una cadena de procesos administrativos en el que se 

incluye una gran cantidad de técnicos para el análisis de decretos. 
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Por ello, según la defensa, “la edición de decretos suplementarios no es un crimen si se 

cumplen las condiciones para ello. La meta fiscal está definida por la Ley de Directrices 

Presupuestarias y puede ser revisada hasta el final del año. Pero su desobediencia puede ser 

considerada, sí, un crimen” (Medeiros y Moraes, 2016). 

 

Una de las formas para generar presión sobre los que estaban a favor del impeachment 

por parte de la defensa de Rousseff, fue el hecho de que se estaba generando un golpe de Estado; 

sin embargo, el fiscal del caso replicó dicha afirmación argumentando que ya se le había 

informado a la defensa sobre de las irregularidades anteriormente mencionadas y que por ende 

estaba violando leyes fiscales. Dilma, por su parte, insistió en su inocencia y declaró que “Brasil 

no merece una nueva ruptura democrática.” Acto seguido, el Senador Antonio Anastasia presenta 

un nuevo informe en donde afirma que las acciones de Rousseff atentaron contra la Constitución, 

dicho informe fue aprobado con 14 votos a favor (5 en contra) por la comisión especial.  

 

Tras ser aprobado el juicio político en todas las instancias legislativas, el Partido de los 

Trabajadores (PT) denuncia esa sentencia ante la Comisión Internacional de Derechos Humanos 

(CIDH) como un golpe de Estado, pidiendo la suspensión del proceso. En respuesta a la 

solicitud, el Congreso brasileño envía una carta el ente internacional en la que garantiza que el 

juicio está bajo la normatividad de la Constitución. 

 

El 25 y 26 de agosto de 2016 se da inicio a la fase final del enjuiciamiento A Dilma 

Rousseff con la declaración de los testigos tanto del acusado como de la defensa. Durante este 

proceso Rousseff  presenta personalmente su defensa y es atacada por una la gran mayoría de 

Senadores que piden su destitución. Finalmente el 31 de agosto de 2016 el Senado por amplia 

mayoría aprueba la destitución definitiva de Dilma Rousseff y notifica a Michel Temer como 

nuevo presidente de Brasil (EFE, 2016; Breda, 2016). 

 

Según Carlos Montaño (2016), el juicio político contemplado en la Constitución se ha 

considerado como un golpe de Estado Institucional; sin embargo, impeachment como todo acto 

jurídico tiene un proseguir, esto es, la garantía del debido proceso, el derecho a la defensa, la 
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comprobación de la responsabilidad del crimen, entre otras. Solo una vez probada la infracción 

se puede hacer efectiva la destitución. Sin embargo, la responsabilidad del crimen fue calificado 

solo como un acto político puesto que el veredicto fue entregado sin comprobación real del 

crimen. 

 

Otra de las fallas en el desarrollo del juicio político, es que este “fue iniciado por 

miembros de Partido Social Demócrata Brasileño, partido que fue derrotado en la campaña 

electoral y no por pedido exclusivo  de la sociedad civil, de organizaciones, profesionales o por 

entes promotores de la justicia, como está prevista en la constitución” (Montaño, 2016, p.5). 

 

Otro argumento es que el impeachment fue aceptado por inicialmente por Eduardo Cunha 

presuntamente en represalia a la falta de apoyo recibido por parte de Dilma cuando pesaban 

denuncias sobre él. Por otro lado, los partidos políticos tanto de oposición como lo que 

constituían la base del gobierno fueron separándose paulatinamente, generando una posición a 

favor del juicio político y atrayendo a los partidos minoritarios, constituyendo al impeachment un 

espacio de decisiones políticas partidarias y sesgadas establecidas por intereses y no por procesos 

y fundamentos jurídicos. Se tornó en un juego estratégico en donde la mayoría de los 

parlamentarios tenían posiciones definidas antes de escuchar los argumentos a favor y en contra 

de este y durante la votación de admisibilidad el caso (55 votos a favor), generando un vacío 

jurídico y formando un carácter netamente político (Montaño, 2016). 

 

Al ser un debate político y no jurídico, el juicio estuvo rodeado de incongruencias a la 

hora de fallar contra la presidenta. La primera de ellas fue la ideología política con la cual 

Rousseff se identificaba, las acusaciones estuvieron direccionadas en gran parte a las alianzas 

regionales que se tenían con Venezuela, Cuba y Bolivia, así como tener una política de privilegio 

comercial con Mercosur, Unasur y los Brics; por el “excesivo” gasto estatal con políticas 

sociales; en general, contra la izquierda, pero sin tratar fundamentalmente el crimen de 

responsabilidad sobre el cual se debe basar el impeachment” (Montaño, 2016, p.7). La segunda 

incoherencia del juicio es que las mismas personas que promulgaron el impeachment, fueron 

quienes juzgaron el proceso, es decir, el debido proceso respeta el enjuiciamiento, pero en su 

forma más no en su fundamento. 
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El impeachment es definido como “el proceso por el cual se destituye un presidente 

cuando se ha constatado un crimen de responsabilidad, se aparta a éste y asume el vicepresidente 

de la misma lista o coalición que triunfó en las elecciones, para que con su base gubernamental 

de continuidad al Plan de Gobierno” (Montaño, 2016, p.8). Sin embargo, éste proceso fue atípico 

debido a que uno de los que propició el juicio fue precisamente el vicepresidente de Dilma 

Rousseff, Michel Temer, quien se retiró de la alianza días antes de la votación en la Cámara. 

Tras la asunción de Temer al poder, se supuso que éste daría continuidad a los proyectos que 

tanto Rousseff como él presentaron.  

 

Sin embargo, Temer relevó a todo el gabinete ministerial y estableció una nueva alianza 

partidaria para crear “nuevo gobierno” con una orientación diferente respecto a los programas 

que él inicialmente había apoyado. Así, el gobierno que fue electo en 2014 se convertiría en la 

oposición, por lo que según Montaño (2016), el gobierno de Temer se convirtió en uno ilegítimo 

al afectar la decisión del pueblo a través del voto popular. 

 

6.7. Posiciones de las organizaciones internacionales Mercosur y Unasur, con respecto a 

la caída presidencial en Brasil (2016). 

 

 6.7.1. Posición del Mercosur frente a la caída presidencial de Dilma Rousseff en 

2016. A diferencia del impeachment en Paraguay, las opiniones no solo en Mercosur, sino 

también en América Latina estuvieron divididas. Argentina, el principal socio de Brasil dentro 

del bloque tuvo una actitud de cautela en relación a las declaraciones y comunicados 

arremetedores con los sucesos ocurridos hacia Dilma Rousseff. En un comunicado oficial, el 

Ministerio de Relaciones Exteriores de Argentina, encabezado por Susana Malcorra, afirmó que 

"respeta el proceso institucional verificado en el país hermano" (Yanakiew, 2016), afirmando la 

continuidad del proceso de integración en un contexto de respeto por las instituciones 

democráticas y el derecho internacional. 

 

Sin embargo, y a pesar del apoyo, la canciller no descartó la posibilidad de desvincular 

temporalmente a Brasil debido a que la situación se debe discutir con los otros representantes del 
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Mercosur. "Hay una cláusula democrática en el Mercosur y hay que ver si alguno de los 

requisitos existe y puede ser aplicado. No estoy segura de - y no discutimos todavía - cuáles 

serían las condiciones. No está ahora en nuestra agenda que se aplique una desvinculación 

temporal de Brasil del Mercosur, pero podría eventualmente existir ", dijo Malcorra. (Cavalheiro, 

2016). 

 

La canciller Malcorra reconoció que la situación institucional en este caso es demasiado 

compleja, teniendo en cuenta que la población brasileña estuvo de acuerdo con el cambio de 

gobierno por medio del proceso que el Parlamento aplicó, por lo que existen muchas 

contradicciones y diversas opiniones y en ese sentido ir en contra de las instituciones 

democráticas o en este caso a la constitución brasileña seria en desacierto. (Cavalheiro, 2016). 

 

Por otro lado, las declaraciones de Uruguay fueron más enfáticas que las dichas durante 

el proceso de impeachment en Paraguay; el Frente Amplio, coalición que reúne a los partidos y 

organizaciones de izquierda y que gobierna al país desde 1994, manifestó un total rechazo al 

enjuiciamiento que se le estaba dando a la presidenta Dilma, en donde lo calificaron como un 

“golpe de Estado” debido a que el proceso está enmarcado sin algún peso jurídico que lo 

sustente, ya que no hay ninguna acusación formal de acto de corrupción. (Opera mundi, 2016).     

 

El comunicado agrega que el objetivo de quienes están desarrollando el enjuiciamiento, 

es “retomar el poder político y económico para sacar a Brasil del liderazgo del proceso de 

integración continental (Mercosur, Unasur, Celac) y de los llamados Brics , alineándolo con las 

políticas económicas de los grandes centros de poder" (Opera mundi, 2016). 

 

El Frente Amplio manifiesta que la continuidad de juicios políticos en contra de 

gobiernos de izquierda durante los últimos años (Zelaya 2009 y Lugo 2012) es una arremetida 

sus estilos gobierno y que debe ser controlada y supervisada por los sectores populares para el 

mantenimiento de la democracia. 
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Entre tanto, el presidente uruguayo, Tabaré Vázquez calificó con preocupación la 

situación política en Brasil y así como lo hizo Argentina, éste pidió respeto por la Constitución 

para evitar la inestabilidad en el país. (O Globo, 2016).  

 

El entonces miembro del Mercosur, Venezuela, reiteró su apoyo a la presidenta de Brasil, 

considerando el impeachment como un “golpe de Estado” que amenaza a todas las naciones de 

Latinoamerica y cuyo proceso hace parte de "una ofensiva imperialista para acabar con los 

gobiernos populares y para implementar nuevamente el modelo liberal represivo” (EBC Agência 

Brasil, 2016). 

 

Tras el impeachment Venezuela, fue el único país que decidió congelar las relaciones 

diplomáticas con Brasil, por lo que Nicolás Maduro decidió retirar a su embajador Alberto 

Castellar de forma definitiva. La cancillería remarcó que “Se ha ejecutado una traición histórica 

contra el pueblo de Brasil, y un atentado contra la integridad de la mandataria más honesta en 

ejercicio de la presidencia” (AFP, 2016). 

 

De todos los miembros del Mercosur, Paraguay fue el más discreto y al mismo tiempo el 

más coherente frente al juicio político, el gobierno de Horacio Cartes consideró que la posible 

suspensión en el Mercosur no sería un castigo efectivo para el país, debido a que el juicio estuvo 

rigiendo bajo normas constitucionales, en ese sentido, la destitución de Rousseff debió adoptar la 

misma línea con la que se juzgó a Lugo. Una amenaza de suspensión por el contrario, podría ser 

usada por los integrantes del bloque como forma de presión para interferir en el proceso 

brasileño, cosa que Paraguay no estuvo de acuerdo por su respeto a la no injerencia en asuntos 

internos (Cavalheiro, 2016). 

 

 La destitución de Rousseff deja en evidencia la crisis por la que está pasando el 

Mercosur. El Alto Representante General del Mercosur, el ex diputado Rosinha y miembro 

fundador del Partido de los Trabajadores en Brasil, dijo que el bloque está en la capacidad de 

ejercer la cláusula democrática contra de éste país. Sin embargo, recalcó que la decisión está en 

el consenso que hagan los jefes de Estado de cada uno de los países miembro del Mercosur. 
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Según él, la cláusula debe ser ejercida puesto que se actuó con base en los intereses de la 

oposición lo que en contra vía del buen desarrollo democrático. (Adghirni, 2016).  

 

En ese sentido, la aplicabilidad de la carta democrática no puede ser ejercida a pesar de la 

solicitud de Dilma Rousseff de que se hiciera efectiva, ya que no existió unanimidad a la hora de 

determinar si el juicio político era legal o no. La solitud de la ex presidenta tenía como finalidad 

obtener apoyo internacional para revertir o crear otro proceso, para que de una u otro forma se 

creara una presión sancionatoria como lo ocurrido con Paraguay en el 2012. 

 

Una posible sanción traería consecuencias directas a los demás miembros del bloque, 

puesto que Brasil es el líder tanto económico como político, de tal modo que el impacto sería 

grande. Es por ello que la decisión del Mercosur fue no sancionar a Brasil, debido al rol que 

juega para el órgano multilateral y la dependencia que tienen las demás economías sobre éste 

país. (Sputnik Brasil, 2016). 

 

En consecuencia a lo anterior, Estados como Uruguay reconocieron el nuevo gobierno 

entrante en Brasil, el de Michel Temer, pero se mantuvo en la opinión que, aunque el 

impeachment fue legal, el proceso fue injusto. Su reconocimiento se dio en el entendido que 

mantuvo a su embajador, lo cual califica al gobierno brasileño como legítimo. (O Popular, 2016). 

 

Argentina también reconoció el gobierno de Temer y manifestó que “respeta el proceso 

institucional verificado en el hermano país y reafirma su voluntad de continuar por el camino de 

una real y efectiva integración en el marco del absoluto respeto por los derechos humanos, las 

instituciones democráticas y el derecho internacional”, agregando su deseo de continuar 

trabajando en temas de interés bilateral y comercial, así como el fortalecimiento del Mercosur 

(Niebieskikwiat, 2016).  

 

6.7.2. Posición de Unasur frente a la caída presidencial de Dilma Rousseff en 2016. 

El comunicado oficial de la Unasur, se dio tras la decisión de la Cámara de diputados de Brasil a 

continuar con el proceso de destitución en contra de Dilma Rousseff. Sus declaraciones apuntan 

a que la presidenta no puede ser depuesta a través del juicio político debido a que las elecciones 
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fueron democráticas y bajo la elección del pueblo, además, porque no existe ninguna prueba que 

vinculaba a la ex presidenta con un delito en calidad de dolo. En ese sentido, la Unasur confía en 

que el Senado brasileño actuará de forma consciente y objetiva como juez, debido a que el 

resultado del proceso podría llegar a afectar la democracia y seguridad jurídica del hemisferio. 

(Unasur, 2016).   

 

Las declaraciones de Tabaré Vázquez en su condición de presidente pro tempore de la 

Unasur no pudieron ser emitidas, debido a la falta de consenso por parte de algunos países 

miembro como lo fueron Chile y Paraguay, para este último, su canciller Oscar Cabello no apoyó 

la declaración, puesto que su país “no interviene en asuntos internos de otras naciones” (El País, 

s.f.).  Sin embargo, el Secretario General del bloque, Ernesto Samper, si protestó contra el 

proceso de impeachment que se ejecutó al declarar que “ lo que se está haciendo en Brasil es 

irresponsable y conlleva a la región a una crisis de gobernabilidad democrática, por lo que la 

presidenta Rousseff debe terminar su mandato” (Martins, 2016).  

 

Al no tener la Unasur una posición clara, cada uno de sus miembros de forma 

independiente opinó sobre el proceso en cuestión, así, los presidentes de línea de izquierda 

apoyaron públicamente a Dilma Rousseff como a su partido y denunciaron el juicio político 

como “un golpe cívico, mediático, y judicial” (O Globo, 2016).   

 

Entre tanto, otros países como Perú y Colombia optaron por posiciones más neutrales; las 

declaraciones de este último expresaron: 

 “su reconocimiento y aprecio a la presidenta Dilma Rousseff, con quien sostuvo un 

fluido entendimiento que enriqueció la relación bilateral y reafirmó los históricos lazos de 

amistad y cooperación que unen a los dos países. El Gobierno de Colombia, respetuoso del 

principio de no intervención en los asuntos internos de otros Estados, formula sus mejores votos 

porque el pueblo brasileño, dentro del marco de sus instituciones democráticas, reafirme su 

vocación de progreso y liderazgo, a la vez que manifiesta su voluntad de continuar trabajando 

con el Gobierno constitucional del hermano país en beneficio de nuestros ciudadanos y de la 

región” (Nodal, 2016). 
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Entre tanto, Uruguay y Argentina se ciñeron al respeto por la no injerencia en asuntos 

internos, al Estado de Derecho y los valores democráticos, expresando su deseo de que todo se 

resuelva bajo el marco del régimen democrático, el dialogo y el buen actuar de las instituciones 

brasileñas. (El País, 2016). 

 

En respuesta a las declaraciones por parte de los miembros de Unasur y de su Secretario 

General, el nuevo gobierno brasileño rechazó las afirmaciones hechas por los presidentes de 

izquierda (Venezuela, Cuba, Ecuador, Bolivia y Nicaragua) acusándolos de propagar falsedades, 

ya que el proceso político interno en el que se está inmerso, hay absoluto respeto a las 

instituciones democráticas y a la Constitución; en cuanto a las declaraciones de Ernesto Samper, 

el gobierno a través de su cancillería declaró que “los juicios e interpretaciones son 

incompatibles con la función que ejerce”, ya que este tipo de manifestaciones presentan 

argumentos que dejan entrever juicios de valor infundados en prejuicios contra el Estado 

brasileño así como su mala interpretación de la Constitución”.(EL Nacional, 2016). 

 

En ese sentido la única posición manifestada por la Unasur fue la de su Secretario 

General. Sin embargo, éste no pudo definir una sanción para Brasil debido a que ese papel y esa 

decisión es aprobada por todos los miembros. En ese contexto, el papel del Secretario General es 

únicamente protocolar. Sin embargo, y como parte de sus funciones Ernesto Samper inició una 

ronda de consultas con los cancilleres de la región para tratar el tema, manteniendo su posición 

de preocupación e implicaciones regionales si no se atiende a tiempo. (Nodal, 2016) 

 

Al igual que el Mercosur, la Unasur también posee cláusulas democráticas y que por 

razones de incumplimiento de la institucionalidad democrática, se prevé aplicaciones tales como 

sanciones diplomáticas, económicas y políticas. 

 

El debate se centra en este caso, sobre la idea de si un proceso de impeachement va en la 

misma línea con los principios de una democracia. Esta interpretación depende de a quién se le 

hace el juicio político y que inclinaciones ideológicas presentan los países que declaran justa o 

injusta el proceso, en ese sentido la evaluación obedece más a cuestiones políticas que técnicas o 

jurídicas. (Charleaux, 2016). 
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Desde el punto de vista teórico, para el caso de Brasil, tanto Mercosur como Unasur 

cumplieron una función secundaria respecto a lo acontecido con Paraguay. Los Estados miembro 

actuaron bajo una línea más realista en el sentido en que se basaron de lo que podría suceder si a 

Brasil se le suspendía de los organismos regionales y en ese sentido se fundamentaron más en 

cómo ello afectaría sus intereses. 

 

En principio los organismos internacionales son instituciones que convienen a los Estados 

débiles; sin embargo, fue Brasil quien recibió el apoyo del Mercusur y Unasur en cuanto no le 

suspendieron. Hay que tener en cuenta que si bien las instituciones internacionales son 

mecanismos que a lo largo de su trayectoria han contribuido al desarrollo de las relaciones de los 

Estados, existen más variables que determinan el comportamiento de un Estado frente a otro y 

que ha corroborado que los Estados aún siguen siendo el actor más preponderante, una de ellas 

es el poder y para el Mercosur y la Unasur Brasil es el principal Estado, pues es quien 

mayoritariamente brinda ayuda económicas y genera estrategias políticas, por lo que suspenderlo 

generaría una afectación grande en su desarrollo.   

 

6.8. Análisis desde el neoinstitucionalismo liberal. Las reacciones que se dieron a partir 

de los casos de impeachment se caracterizaron por la participación de diferentes organismos 

regionales que permitieron generar diversos canales que van más allá de la relación entre 

Estados. Se produjo la mediación de organismos tales como el Mercosur y la Unasur para lidiar 

temas que en principio eran de política interna. En ese sentido, se demostró que la 

institucionalidad de los organismos regionales fue efectiva y sirvió como elemento disuasivo al 

momento de aplicar sanciones a los países que incumplieron con las leyes comunes, es decir, 

como lo menciona el neoinstitucionalismo liberal, fuerza militar en estos casos fue irrelevante 

dado que se trataban asuntos de índole política y económica. Para la interdependencia compleja 

de Keohane, lo que prevalece son las relaciones trasnacionales, en el entendido de que los 

Estados flexibilizan su estatus de únicas unidades en el sistema internacional generando 

cooperación y objetivos comunes con otros Estados. Si bien Paraguay y Brasil actuaron bajo su 

interés propio, se evidenció que a través de los organismos regionales se pudo hacer cumplir los 

acuerdos preestablecidos del protocolo de Ushuaia II.  
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Si se toma como referencia la definición de Hedley Bull sobre sistema internacional en 

donde “dos o más Estados tienen suficiente contacto entre ellos y su impacto sobre el otro afecta 

las decisiones del otro para que se comporte, conllevando así a la creación de una sociedad 

internacional dado que se identifican intereses y valores comunes” (Bull, 2005), se puede decir 

entonces que, las sanciones impuestas por el Mercosur y la Unasur a Paraguay fueron por causa 

del incumplimiento de las normas comunes que definían dicha sociedad internacional, que en 

este caso era el respeto y mantenimiento de la democracia al interior del país. 

 

En ese sentido, la Unasur y el Mercosur utilizaron la suspensión como método correctivo, 

dado que a cualquier intento de alteración gubernamental y democrática por parte de algún 

Estado, lo considerarían como ilegítimo.  

 

De otro lado, la teoría de la interdependencia compleja dice que, con frecuencia, los 

organismos internacionales son convenientes para los Estados débiles, ya que ponen como 

énfasis la igualdad entre los Estados. Para el caso de la sanción interpuesta a Paraguay, dicho 

supuesto no aplicó debido a la permisibilidad por parte de Mercosur y Unasur que se le dio a 

Brasil y la rigurosidad con la que se trató a Paraguay, ello reflejado en la influencia brasileña 

dentro de dichas organizaciones. Según el Canciller uruguayo Luis Almagro, que también fuera 

el presidente pro tempore de la Unasur, Brasil había presionado a Uruguay para que diera su 

apoyo a la decisión tomada en la reunión de Mendoza de sancionar a Paraguay. Los responsables 

del manejo de dicha sanción fueron Samuel Pinheiro Guimaraes (delegado ante el Mercosur) y 

Antonio Patiotra (ministro de relaciones exteriores), quienes aceleraron la suspensión de 

Paraguay y el ingreso de Venezuela, en tanto que Marco Aurelio Garcia (asesor presidencial de 

Dilma Rousseff), fue el responsable de convocar la reunión de los miembros de Unasur. Estas 

acciones fueron motivadas por el sesgo ideológico que se vivía durante este periodo, que, a 

excepción del Congreso de Paraguay, todos los miembros de Mercosur y siete de los doce 

miembros de Unasur pertenecían a una ideología de izquierda33 generando enemistades en los 

organismos multilaterales. 

                                                
33 Argentina con Cristina Fernández de Kirchner, Uruguay con José Mujica, Brasil con Dilma Rousseff y Venezuela 
con Hugo Chávez. 



67 

 

 

Lo paradójico, es que éste accionar no fue bien recibo al interior de Brasil, puesto que 

históricamente su política exterior ha sido caracterizada por el principio de la no injerencia y el 

derecho a la autodeterminación, por lo que sus representantes diplomáticos anteriormente 

nombrados, no recibieron un gran apoyo en la gestión de suspender a Paraguay. 

 

Se encuentra entonces que las percepciones de las realidades nacionales, en este caso el 

impeachment, son entendidas como asuntos complejos de orden internacional cuando el país 

afectado o en cuestión se encuentra inmerso en un organismo multilateral, aunque esta lógica es 

válida para la cooperación internacional y los conflictos, no lo es cuando se trata de la 

institucionalidad interna. De esta forma, el poder regional que ha manejado Brasil le ha servido 

para aprender qué tipo de presión política debe manejar en cada una de las situaciones. 

 

El impeachment hacia Fernando Lugo también se puede analizar desde el punto de vista 

de la soberanía dentro de una sociedad internacional dado que cada Estado tiene políticas 

independientes respecto a cualquier autoridad externa, en ese sentido, la forma en que se llevó a 

cabo el juicio político no pudo haber sido sancionado por entes internacionales, puesto que se 

estaría violando varias principios del derecho internacional, como por ejemplo, la injerencia en 

asuntos internos y por ello la sanción interpuesta a Paraguay hubiera sido ilegítima.  

 

A pesar de la sanción, fue la ocasión para que empresarios paraguayos tomaran ventaja de 

la suspensión. Desde esta perspectiva, el presidente de la Unión de Industriales, Eduardo 

Felippo, pudo expandir su economía más allá del Mercosur, ya que anteriormente había 

manifestado su desacuerdo con políticas comerciales en pro de los dos grandes del bloque y en 

detrimento de los otros Estados participantes. Además, el parlamento paraguayo estaba en 

desacuerdo con la participación de Venezuela en el Mercosur y Unasur, puesto que ya se veía 

como un brazo político del chavismo en su idea de intervenir en cada uno de los asuntos de la 

región. 

 

Por otro lado, la reacción del Mercosur ante la crisis de Brasil fue muy diferente a la 

efectuada con Paraguay, su reacción fue casi nula, alegando la no injerencia en asuntos internos 
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respecto a la soberanía brasileña. Pero en términos políticos, la posición del Mercosur estuvo 

esencialmente direccionada a la desideologización, para legitimar un proceso de impeachment 

que, para quienes estaban en contra, representó una amenaza para la democracia en la región. 

Aun así, las repercusiones al interior del Mercosur después de la destitución de Dilma Rousseff 

fueron considerables, su dinámica política y económica se vio afectada, ya que perdió un apoyo 

clave en la región para la consecución de sus proyectos como lo fueron Tabaré Vázquez y 

Nicolás Maduro, dejando debilitada su posición como líder regional. 

 

En síntesis, la inestabilidad en Brasil generó una reacción en cadena del resto del 

hemisferio y sus organizaciones. Primero, se expuso a que Venezuela, con el ingreso al 

Mercosur, pudiera involucrarse más en los temas de la región; segundo, la actitud de Brasil ante 

los episodios críticos de la región no fue conciliadora sino agresiva; y tercero, la posición 

pragmática de los países observadores como Chile, Colombia y Perú orientándose a privilegiar la 

institucionalidad tomando distancia de los hechos. 

 

En otro orden de ideas, a pesar de que la Unasur como el Mercosur no fueron constituidas 

como entidades multilaterales para la mediación de controversias o conflictos, sino como 

organizaciones destinadas a la integración regional, en esta oportunidad, el contexto de los 

impeachment hizo que su naturaleza cambiara a una forma política y jurídica generando una 

mayor importancia al poder de los Estados, conllevando a que sus intereses estuvieran en contra 

vía de la institucionalización planteada por Keohane (comunidad, especificidad y autonomía) 

dado que sus relaciones en un momento dado fueron chocantes, generando un régimen 

internacional no institucionalizado. 

 

En ese sentido se puede decir que los intereses de los Estados, en este caso de Brasil y 

Argentina predominaron sobre el concepto de Institución de Keohane, dado que utilizaron al 

Mercosur como forma de llevar a cabo su objetivo, suspender a Paraguay y de aceptar a 

Venezuela, cuyas repercusiones económicas actuaron como un interés estratégico hacia los 

miembros más fuertes de la región, más no para la integración igualitaria de los países. Es por 

ello que las instituciones internacionales actúan de forma limitada dentro del dinamismo del 

sistema internacional y de los intereses de los Estados que hacen parte de esas organizaciones. 
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Por otro lado, lejos de tratarse de golpes de Estado en su versión tradicional, los procesos 

de impeachment, tanto en Brasil como en Paraguay, han entrado dentro del límite de la 

interpretación de la constitución. Desde el punto de vista formal, los juicios políticos son 

constitucionales, pero si se analiza desde un enfoque político, elementos como, la autoría, la 

responsabilidad, el dolo o la materialidad, no alcanzan a determinar es su totalidad una 

destitución debido a que el juicio contra Dilma estuvo rodeado por otros motivos como por 

ejemplo, los personales y que iban más allá de lo legal. En ese sentido, su complejo 

procedimiento, así como los argumentos para aplicarlo o no, han conllevado al debate de cuán 

legitimo puede llegar a ser un proceso como estos. 

 

Hay que tener en cuenta que la inestabilidad presidencial en un fenómeno muy frecuente 

en Latinoamérica, en el caso de Brasil, en los últimos 90 años, solo 5 presidentes han logrado 

culminar su mandato, lo que demuestra que la calidad institucional de Brasil es frágil, por lo que 

es necesario un sistema presidencial más fuerte. Abranches (1988) define a los sistemas políticos 

brasileños como presidencialismos de coalición, es decir, un presidente debe tener la mayoría en 

el Congreso para poder gobernar, algo que es nocivo y al mismo tiempo problemático tanto para 

las fuerzas políticas, para el presidente y para la democracia.  

 

Tanto el Mercosur como Unasur, trataron los conflictos de Paraguay y Brasil de diferente 

forma a pesar de que ambas organizaciones tienen constituidas herramientas legales para hacer 

cumplir lo pactado. La forma de encarar estos dos estudios de caso fue por medio de cumbres 

presidenciales como mecanismo para el abordaje a una problemática que amenazó la unión y 

estabilidad del bloque. Sin embargo, atender esos conflictos hace notar que en Suramérica aún 

cuesta la estabilidad democrática de una nación, si bien, las dictaduras y los golpes de estado 

militares han disminuido, el poder y el manejo de las oligarquías a través de las multinacionales 

genera grandes posibilidades de derrocamiento del presidente de turno. 

 

Dentro de la política mundial se están reconociendo los procesos de institucionalización 

donde su comportamiento está basado en las reglas y convenciones establecidas, los organismos 
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quienes las controlan deben tener un grado de aceptabilidad fuerte, de lo contrario terminaría 

siendo un estado de anarquía en donde la ausencia de un gobierno común sería lo preponderante.  

 

Los casos de Brasil y Paraguay son presentados bajo una misma problemática y que 

todavía no ha sido solucionada ni por los regímenes internacionales regionales, ni por los 

mismos Estados, lo que muestra una constante debilidad de las democracias, ya sea por razones 

de conflictividad política, o por la alteración del orden institucional. Ambos estudios de caso son 

ejemplos del accionar del Mercosur y la Unasur, puesto que la determinación sobre cada uno de 

los países fue diferente a pesar de haber ocurrido un episodio similar a nivel interno. Sin 

embargo, y teniendo en cuenta entonces que dentro de las instituciones regionales hay Estados 

más sobresalientes que otros y que por tanto asumen mayores responsabilidades, el rol de Brasil 

aún es indispensable dado su capacidad geográfica, política y económica con relación a la 

inestabilidad de Argentina y a la baja influencia de Uruguay y Paraguay, por lo que su 

permanencia es vital para el mantenimiento y estabilidad de organismo, más que cualquier otro 

Estado.  

 

Se puede decir entonces que la capacidad que tienen las organizaciones regionales para 

prevenir crisis en baja. Es la primera vez que se observa una crisis institucional en Mercosur y 

Unasur de tal magnitud dado los problemas sucedidos al interior de Paraguay y Brasil, sumado a 

la suspensión de Venezuela y los problemas de integración económica. Las crisis, la mayoría de 

las veces, presentan cambios bruscos en un proceso con consecuencias importantes, para el 

Mercosur y la Unasur esta situación es ahora, sus problemáticas han afectado el proceso de 

integración regional lo que ha conllevado a que su situación no sorprenda a nadie, es por ello que 

es necesario intensificar la agenda y la institucionalidad con relación a la resolución de 

conflictos, ya que son los Estados los que están ocupando ese rol. 

 

7. Conclusiones 

Para empezar, es importante responder a la pregunta de ¿Cuál fue el papel de las 

organizaciones regionales como Mercosur y Unasur frente al impeachment de Paraguay (2012) y 

Brasil (2016)? 
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Hay que decir que las decisiones tomadas por el Mercosur y Unasur respecto a los casos 

impeachment fueron totalmente diferentes una de otra, debido a la complejidad de cada uno de 

los casos, su contexto, el tiempo en el que ocurrió y la preponderancia de los países en cuestión. 

Durante el 2012 los miembros del Mercosur estaban liderados por presidentes progresistas 

incluido Paraguay; sin embargo, el congreso paraguayo tenía como mayoría al Partido Colorado 

lo que le impedía a Lugo desarrollar sus propuestas sociales con tranquilidad. En ese contexto, y 

una vez efectuado el juicio político, tanto el Mercosur como Unasur de forma unilateral optaron 

por suspender a Paraguay de su organismo. Las repercusiones de estas dos instituciones 

internacionales en este caso fueron de carácter político y jurídico debido a que se estaban 

vulnerando el derecho al debido proceso al presidente Lugo, además de que se estaba perdiendo 

la consolidación de la izquierda en América del Sur. 

 

El juicio político contra Fernando Lugo fue un hecho inédito al comienzo de la década de 

2010, por lo que los países suramericanos en pro de defender sus tratados constitutivos 

consideraron oportuna la suspensión. 

 

Por otro lado, en el 2016, tanto al Mercosur como a Unasur se le miraban con recelo dado 

su falta de efectividad y ejecución a la hora de enfrentar desafíos y problemas regionales. Con la 

ejecución del impeachment sobre Dilma Rousseff, la oportunidad de cambiar esa visión era 

buena; sin embargo, el actuar de los países miembros de dichas organizaciones, como las 

organizaciones mismas, fueron muy diferente respecto a lo declarado con Paraguay; la reacción 

de los países aliados a Brasil respecto a los de Paraguay fue muy diferente, dado la relevancia e 

influencia que cada Estado tiene. En ese sentido, la practicidad de la región se vio reflejada en la 

búsqueda de crear un ambiente de normalidad con el objetivo de mantener las alianzas políticas y 

comerciales con Brasil. 

 

Por ello, la respuesta al juicio político por parte de los organismos regionales estuvo 

direccionado hacia la defensa de Dilma. Unasur, a través de su presidente Ernesto Samper 

declaró que una elección democrática no puede ser derogada en un juicio político por una 

mayoría parlamentaria a menos que exista prueba que la vincule de manera directa y dolosa con 
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un delito común que según Samper, hasta ese momento no había sucedido. Por otro lado, el 

Mercosur no aplicó la cláusula democrática como si lo hizo con Paraguay en el año 2012, sobre 

todo por factores políticos que implicarían altos costos para los restantes países miembro, 

también, se consideró la destitución de Dilma estuvo regido bajo el derecho al debido proceso a 

pesar de las rivalidades partidarias y que estuvo supervisado por el Superior Tribunal Federal de 

Brasil, a diferencia con Lugo cuyo juicio fue de manera exprés. 

 

Los acontecimientos de impeachment en la región abren el debate sobre el concepto de 

“golpe de estado”, debido a que en la actualidad varios analistas consideran al juicio político 

como una vertiente de dicha concepción dado los procesos que se llevaron a cabo a través del 

estudio de caso de Brasil y Paraguay. La comprensión, los procedimientos, los actores, las 

estrategias y las situaciones que abarcar el fenómeno político son más amplios y más dinámicos, 

puesto que responden a variados intereses políticos y económicos, lo que implica considerar 

cualquier estrategia desestabilizadora direccionada a la conquista o preservación del poder.  

 

Las dificultades de los países miembros del Mercosur son en parte el resultado de las 

falencias estructurales e institucionales que este bloque tiene. Además, su capacidad de adaptarse 

a los cambios que el sistema internacional ofrece es limitada, debido a su falta de apertura e 

inserción; y porque su diseño de cierto modo es incompatible con la visión de desarrollo que se 

está buscando para la región. Es una visión que está desactualizada con relación al desarrollo que 

busca la región. Por esta razón, los mismos miembros buscan otras alternativas comerciales. Por 

ello, aunque es innegable que el proceso de integración está lejos de ser satisfactorio. 

 

A diferencia del Mercosur, la Unasur tiene más aspectos relacionados a lo político que los 

relacionados a la integración económica; sin embargo, su institucionalidad también tiene 

aspectos a mejorar, por lo que tiene grandes desafíos. Su postura principal es tomar el control de 

los problemas más importantes que ocurren en la región para consolidarse como el bloque más 

importante. 

 

Hay que tener en cuenta que su proceso de toma de decisiones está determinado por el 

principio de la unanimidad respecto a temas como la soberanía nacional, la no injerencia en 
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asuntos internos y la autodeterminación. Cuando se concuerda ideológicamente hay mayores 

resultados, pero cuando no hay consenso, la capacidad institucional de las organizaciones 

regionales debe gestionar las crisis. Es un desafío para la Unasur mantener esta política debido a 

la diversidad ideológica y política que prima en el bloque. 

 

Según Fernando Rey, internacioanlista de la Universidad Complutence de Madrid, la 

Unasur está constituida por bases presidencialistas, es decir, que los procesos y compromisos 

están más ligados a proyectos particulares que a una estatal, sin embargo, son los mismos 

Estados quienes limitan el poder de acción de la Secretaria General, por lo que no tiene ninguna 

capacidad supranacional y su poder y autoridad son muy bajos. En proyectos regionalistas la 

burocracia supranacional es de suma importancia cuando los proyectos no cuentan con consenso. 

Por ello, el rol de la Unasur no genera grandes expectativas en cuestiones de implementación y 

ejecución, ya que su actividad burocrática cuenta con pocos niveles de autonomía y autoridad. 

 

De lo anterior también se puede deducir que la Unasur, al igual que Mercosur está en 

declive. Su crisis de liderazgo, sumado a los proyectos autonómicos de cada uno de los países se 

ha reflejado a través de la suspensión de la participación de seis de sus miembros, en los cuales 

se encuentra Brasil y Paraguay. Este hecho expresa un proceso de deconstrucción de Suramérica 

como bloque y actor en el sistema internacional. La intención de la Unasur era favorecer un 

proyecto colectivo autonómico por medio de los fuertes liderazgos, pero que al final terminaron 

favoreciendo los proyectos internacionales de cada nación. El resultado está en lo anteriormente 

descrito, laxitud en el diseño institucional, dispersión política y pocos resultados como 

compensaciones.  

 

La división geopolítica en Suramérica cada vez es más notoria. Tras el impeachement a 

Dilma Rousseff el liderazgo brasileño se redujo y ningún otro país tiene la capacidad ni el interés 

de ejercer dicho rol; la incapacidad de manejar la crisis venezolana, abrió las puertas para que 

otros bloques como la OEA, e incluso Estados Unidos, se involucraran; la creación de otros 

bloques económicos como la Alianza del Pacifico han debilitado fuertemente al Mercosur, ya 

que su visión se extiende más allá de los límites de la región.  
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El principio rector de la Unasur, la unanimidad, atentó contra su propia unidad, ya que no 

lograron crear una base institucional que le diera fuerza frente a crisis como las que actualmente 

vive, rectificando que las autonomías nacionales tienen la última decisión. 

 

 Los acuerdos internacionales no son fáciles de cumplir, pues son herramientas de 

comunicación y cooperación que pueden variar históricamente por temas de naturaleza política y 

fuerza jurídica; en ese sentido se puede deducir que las organizaciones internacionales tienen 

intereses, sus discursos cambian respecto al contexto y al país afectado. Si bien la política 

internacional es dinámica y por ende cambiante hay que mantener cierto respeto por los acuerdos 

internacionales ya establecidos. Si bien Mercosur y Unasur fueron constituidas bajo lógicas 

neoinstitucionales, su actuar tuvo más concepciones realistas en el sentido de que no se ciñeron 

totalmente a las ordenanzas de las organizaciones regionales si no a sus propios intereses 

utilizando para ello las relaciones transnacionales, es decir, dichos organismos que funcionaron 

como puente. 

 

 Cabe resaltar que se encuentra sentido cuando la interdependencia compleja menciona la 

jerarquización de la agenda. Sudamérica es una región que se caracteriza por tener temas que van 

más allá de lo militar, sin embargo; se podría decir que son relaciones complejas porque si bien 

los países tienen una historia y cultura común, sus contextos internos hacen que sus intereses 

sean diferentes generando choques entre los Estados sobre todo cuando se hablan de 

organizaciones regionales. 

 

 En ese sentido, una de las características de la interdependencia compleja es sobre el 

cuidado que hay que tener a la hora de interpretar si un tema de política interna se convierte en 

uno de política externa o no, y si bien ambos fueron tema regional, en el caso de Lugo hubo una 

directa intervención de los organismos internacionales contrario a Brasil, quien se le respetó la 

soberanía en los asuntos internos. 
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8. Recomendaciones 

 

 1. La resolución de los conflictos, en donde entra en juego la democracia y su estabilidad, 

debe ser una condición que debería ser atendida más allá de los encuentros o reuniones entre 

presidentes, que se bien es un actuar válido, no deja de exhibirse las limitaciones de las 

organizaciones regionales una vez iniciado el conflicto y con los recursos y atenderlo. 

 

2. La implementación de un marco que facilite el diálogo y el consenso a problemáticas 

relacionadas a conflictos democráticos y que este bajo la veeduría de un Estado observador. 

Además, continuar fortaleciendo las políticas ya existentes direccionadas a la estabilidad 

democrática y constitucional. 

 

3. Consolidar una burocracia supranacional para evitar que los intereses políticos 

determinen el actuar de los bloques regionales. En el sistema internacional contemporáneo, la 

consolidación de regímenes internacionales es en muchas ocasiones, la vía para el desarrollo de 

región, su consolidación puede determinar un liderazgo en la región.  

 

9. Posibilidad de aplicación  

 

La aplicabilidad de la investigación puede ser utilizada en espacios académicos, puesto 

que se puede analizar el actual devenir de las organizaciones internacionales, su capacidad de 

desenvolvimiento frente a crisis regionales y si su función es útil para el desarrollo de la región o 

si por el contrario es un obstáculo. 

 

Es importante la divulgación académica, pues hacer una lectura de las fallas como de los 

beneficios ayudará a corregir el camino fluctuante por el que están pasando, para que en el futuro 

se siga propendiendo por un entorno estable, fuerte y duradero. 

 

Además, esta investigación intenta promover la continuidad de los estudios sobre las 

instituciones internacionales como Mercosur y Unasur, pues es de vital importancia que los 
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diagnósticos establecidos a través de los análisis permitan espacios oportunos para rediseñar 

institucionalmente dichas organizaciones, buscando el fortalecimiento democrático en la región. 
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Anéxo 1 

Resultado de la votación de las dos vueltas en las elecciones presidenciales Brasil 2014. 

 

Nota. Recuperado de http://www.eleicoes2014.com.br/candidatos-presidente/ en Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación (2014). Elecciones en Brasil 2014. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

ANEXO 2 



87 

 

Resultado de las elecciones de Paraguay 2008

 

Nota. Recuperado de http://bibliotecavirtual.clacso.org.ar/ar/libros/osal/osal25/04fogel.pdf en El 

Gobierno de Lugo, el Parlamento y los movimientos sociales (2009), Universidad Nacional de 

Pilar (UNP).  

Anexo 3 

PROTOCOLO DE MONTEVIDEO 

SOBRE COMPROMISO CON LA DEMOCRACIA EN EL MERCOSUR 

(USHUAIA II) 

La República Argentina, la República Federativa del Brasil, la República del 

Paraguay, la República Oriental del Uruguay, Estados Partes del MERCOSUR, 

y el Estado Plurinacional de Bolivia, la República de Chile, la República de 

Colombia, la República del Ecuador, la República del Perú y la República 

Bolivariana de Venezuela, Estados Asociados del MERCOSUR, en adelante 

las Partes, 

CONSIDERANDO que la plena vigencia de las instituciones democráticas y el 

respeto de los derechos humanos y de las libertades fundamentales son 

condiciones esenciales para la vigencia y evolución del proceso de integración 

entre las Partes. 

REITERANDO el compromiso con la promoción, defensa y protección del 

orden democrático, del estado de derecho y sus instituciones, de los derechos 

humanos y las libertades fundamentales, como condiciones esenciales e 

indispensables para el desarrollo del proceso de integración y para la 

participación en el MERCOSUR. 

RECORDANDO lo expresado por la Asamblea General y por el Consejo de 

Derechos Humanos de las Naciones Unidas en el sentido que el respeto de los 
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derechos humanos y de las libertades fundamentales son elementos 

esenciales de la democracia. 

ACUERDAN: 

ARTICULO 1 

El presente Protocolo se aplicará en caso de ruptura o amenaza de ruptura del 

orden democrático, de una violación del orden constitucional o de cualquier 

situación que ponga en riesgo el legítimo ejercicio del poder y la vigencia de los 

valores y principios democráticos. 

ARTICULO 2 

Cuando se produzca alguna de las situaciones indicadas en el artículo anterior, 

los Presidentes de las Partes o, en su defecto, los Ministros de Relaciones 

Exteriores se reunirán en sesión extraordinaria ampliada del Consejo del 

Mercado Común, a solicitud de la Parte afectada o de cualquier otra Parte. 

Dicha reunión se realizará en el territorio de la Parte en ejercicio de la 

Presidencia Pro Tempore. 

En caso que la Parte afectada se encuentre en ejercicio de la Presidencia Pro 

Tempore, la reunión indicada en el parágrafo anterior tendrá lugar -en principioen el territorio de 

la Parte a la que le corresponda el próximo turno de dicha 

Presidencia. 

ARTÍCULO 3 

Los Presidentes de las Partes o, en su defecto, los Ministros de Relaciones 

Exteriores en sesión ampliada del Consejo del Mercado Común promoverán, a 

través de la Presidencia Pro Tempore, consultas inmediatas con las 

autoridades constitucionales de la Parte afectada, interpondrán sus buenos 

oficios y realizarán gestiones diplomáticas para promover el restablecimiento 

de la democracia en el país afectado. 

En caso de que las consultas mencionadas resultaren infructuosas o que las 

autoridades constitucionales de la Parte afectada se vieran impedidas de 

mantenerlas, los Presidentes de las demás Partes, o en su defecto, sus 

Ministros de Relaciones Exteriores en sesión ampliada del Consejo del 

Mercado Común considerarán la naturaleza y el alcance de las medidas a ser 

aplicadas de forma consensuada, en base a lo establecido en el artículo 6. 

ARTÍCULO 4 

Cuando el gobierno constitucional de una Parte considere que está ocurriendo 

en su jurisdicción, alguna de las situaciones indicadas en el artículo 1 podrá 

solicitar a los Presidentes de las Partes o, en su defecto, a los Ministros de 

Relaciones Exteriores en sesión ampliada del Consejo del Mercado Común, a 

través de la Presidencia Pro Tempore, colaboración para el fortalecimiento y 

preservación de la institucionalidad democrática. 

ARTÍCULO 5 

En base a los requerimientos del Gobierno constitucional de la Parte afectada y 

con su consentimiento, los Presidentes de las Partes o, en su defecto, los 

Ministros de Relaciones Exteriores en sesión ampliada del Consejo del 

Mercado Común podrán disponer, entre otras, la constitución de: 

a.- Comisiones de apoyo, cooperación y asistencia técnica y especializada a la 

Parte afectada. 
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b.- Comisiones abiertas para acompañar los trabajos de mesas de diálogo 

entre los actores políticos, sociales y económicos de la Parte afectada. 

En las comisiones mencionadas en los literales a) y b) podrán participar, entre 

otros, miembros del Parlamento del MERCOSUR, del Parlamento Andino, de 

los Parlamentos Nacionales, el Alto Representante General del MERCOSUR y 

representantes gubernamentales designados por las Partes a tal efecto. 

ARTÍCULO 6 

En caso de ruptura o amenaza de ruptura del orden democrático en una Parte 

del presente Protocolo, los Presidentes de las demás Partes -o en su defecto 

sus Ministros de Relaciones Exteriores en sesión ampliada del Consejo del 

Mercado Común-, podrán establecer, entre otras, las medidas que se detallan a 

continuación: 

a.- Suspender el derecho a participar en los distintos órganos de la estructura 

institucional del MERCOSUR. 

b.- Cerrar de forma total o parcial las fronteras terrestres. Suspender o limitar el 

comercio, tráfico aéreo y marítimo, las comunicaciones y la provisión de 

energía, servicios y suministros. 

c.- Suspender a la Parte afectada del goce de los derechos y beneficios 

emergentes del Tratado de Asunción y sus Protocolos, y de los Acuerdos de 

integración celebrados entre las Partes, según corresponda. 

d.- Promover la suspensión de la Parte afectada en el ámbito de otras 

organizaciones regionales e internacionales. Promover ante terceros países o 

grupos de países la suspensión a la Parte afectada de derechos y/o beneficios 

derivados de los acuerdos de cooperación de los que fuera parte. 

e.- Respaldar los esfuerzos regionales e internacionales, en particular en el 

marco de las Naciones Unidas, encaminados a resolver y a encontrar una 

solución pacífica y democrática a la situación acaecida en la Parte afectada. 

f.- Adoptar sanciones políticas y diplomáticas adicionales. 

Las medidas guardarán la debida proporcionalidad con la gravedad de la 

situación existente; no deberán poner en riesgo el bienestar de la población y el 

goce efectivo de los derechos humanos y libertades fundamentales en la Parte 

afectada; respetarán la soberanía e integridad territorial de la Parte afectada, la 

situación de los países sin litoral marítimo y los tratados vigentes. 

ARTÍCULO 7 

En la aplicación de las medidas indicadas en el artículo 6 los Presidentes de las 

demás Partes -o en su defecto sus Ministros de Relaciones Exteriores en 

sesión ampliada del Consejo del Mercado Común- velarán, a través de los 

medios apropiados, por el cumplimiento por la Parte afectada de sus 

obligaciones en el marco de los acuerdos de integración celebrados entre las 

Partes. 

ARTÍCULO 8 

Conjuntamente con la adopción de las medidas señaladas en el artículo 6°, los 

Presidentes de las Partes o, en su defecto, los Ministros de Relaciones 

Exteriores en sesión ampliada del Consejo del Mercado Común interpondrán 

sus buenos oficios y realizarán gestiones diplomáticas para promover el 

restablecimiento del orden democrático y constitucional, el legitimo ejercicio del 
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poder y la plena vigencia de los valores y principios democráticos en el país 

afectado. Dichas acciones se llevarán a cabo en coordinación con las que se 

realicen en aplicación de otros instrumentos internacionales sobre la defensa 

de la democracia y el respeto de los derechos humanos. 

ARTÍCULO 9 

Las medidas a que se refiere el artículo 6°, aplicadas a la Parte afectada, 

entrarán en vigor en la fecha en que se adopte la respectiva decisión. Las 

mismas cesarán a partir de la fecha en que se comunique a la Parte afectada la 

decisión de las demás Partes en tal sentido, una vez que las causas que 

motivaron su adopción hayan sido plenamente subsanadas. 

ARTÍCULO 10 

El presente Protocolo es parte integrante del Tratado de Asunción y de los 

respectivos Acuerdos de integración celebrados entre el MERCOSUR y sus 

Estados Asociados. 

ARTICULO 11 

Las Partes del presente Protocolo podrán suscribirlo hasta el 31 de enero del 

2012. 

El presente Protocolo entrará en vigor treinta (30) días después del depósito 

del instrumento de ratificación por el cuarto Estado Parte del MERCOSUR. En 

la misma fecha entrará en vigor para los Estados Asociados que lo hubieren 

ratificado anteriormente. 

Para los Estados Asociados que no lo hubieren ratificado con anterioridad a 

esa fecha, entrará en vigor el mismo día en que se deposite el respectivo 

instrumento de ratificación. 

Los derechos y obligaciones derivados del Protocolo solamente se aplican a los 

Estados que lo hayan ratificado. 

En las materias reguladas por el presente Protocolo, las relaciones entre las 

Partes que lo hayan ratificado y aquellos que aún no lo hayan ratificado y de 

éstos últimos entre sí continuarán rigiéndose por el Protocolo de Ushuaia sobre 

Compromiso Democrático en el MERCOSUR, el Estado Plurinacional de 

Bolivia y la República de Chile. 

Una vez que todos los Estados signatarios y adherentes del Protocolo de 

Ushuaia sobre Compromiso Democrático en el MERCOSUR, el Estado 

Plurinacional de Bolivia y la República de Chile, hayan ratificado el presente 

Protocolo, el primero quedará terminado a todos sus efectos. 

ARTICULO 12 

La República del Paraguay será Depositaria del presente Protocolo y de los 

respectivos instrumentos de ratificación, debiendo notificar a las Partes las 

fechas de los depósitos de esos instrumentos y de la entrada en vigor del 

Protocolo, así como enviarles copia debidamente autenticada del mismo. 

HECHO en la ciudad de Montevideo, República Oriental del Uruguay, a los 20 

días del mes de diciembre de 2011, en un original, en los idiomas español y 

portugués, siendo ambos textos igualmente auténticos. 

Mercosur. (2011). Protocolo de montevideo sobre compromiso con la democracia en el mercosur 

(ushuaia ii). Recuperado de http://www.mercosur.int/innovaportal/file/2485/1/ushuaia_ii.pdf 
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